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I. ASISTENCIA





	-Asistieron los siguientes señores diputados: (93)





Aguiló Melo, Sergio


Alvarado Andrade, Claudio


Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro


Allamand Zavala, Andrés


Arancibia Calderón, Armando


Aylwin Oyarzún, Mariana


Balbontín Arteaga, Ignacio


Bartolucci Johnston, Francisco


Bayo Veloso, Francisco


Caminondo Sáez, Carlos


Cantero Ojeda, Carlos


Cardemil Herrera, Alberto


Ceroni Fuentes, Guillermo


Cornejo González, Aldo


Correa De la Cerda, Sergio


Cristi Marfil, María Angélica


Chadwick Piñera, Andrés


De la Maza Maillet, Iván


Dupré Silva, Carlos


Elgueta Barrientos, Sergio


Elizalde Hevia, Ramón


Encina Moriamez, Francisco


Errázuriz Eguiguren, Maximiano


Espina Otero, Alberto


Estévez Valencia, Jaime


Gajardo Chacón, Rubén


Galilea Vidaurre, José Antonio


García García, René Manuel


García Ruminot, José


García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro


Hurtado Ruiz-Tagle, José María


Jeame Barrueto, Víctor


Jürgensen Caesar, Harry


Karelovic Vrandecic, Vicente


Kuschel Silva, Carlos Ignacio


Latorre Carmona, Juan Carlos


Leay Morán, Cristián


Letelier Morel, Juan Pablo


Longton Guerrero, Arturo


Luksic Sandoval, Zarko


Makluf Campos, José


Martínez Labbé, Rosauro


Martínez Ocamica, Gutenberg


Masferrer Pellizzari, Juan


Matthei Fornet, Evelyn


Melero Abaroa, Patricio


Montes Cisternas, Carlos


Morales Morales, Sergio


Moreira Barros, Iván


Munizaga Rodríguez, Eugenio


Muñoz Aburto, Pedro


Naranjo Ortiz, Jaime


Navarro Brain, Alejandro


Ojeda Uribe, Sergio


Orpis Bouchón, Jaime


Ortiz Novoa, José Miguel


Palma Irarrázaval, Andrés


Palma Irarrázaval, Joaquín


Pérez Lobos, Aníbal


Pérez Opazo, Ramón


Pérez Varela, Víctor


Pizarro Soto, Jorge


Pollarolo Villa, Fanny


Prochelle Aguilar, Marina


Prokuriça Prokuriça, Baldo


Rebolledo Leyton, Romy


Reyes Alvarado, Víctor


Rocha Manrique, Jaime


Rodríguez Cataldo, Claudio


Saa Díaz, María Antonieta


Salas De la Fuente, Edmundo


Schaulsohn Brodsky, Jorge


Seguel Molina, Rodolfo


Silva Ortiz, Exequiel


Solís Cabezas, Valentín


Soria Macchiavello, Jorge


Sota Barros, Vicente


Taladriz García, Juan Enrique


Tohá González, Isidoro


Tuma Zedan, Eugenio


Ulloa Aguillón, Jorge


Urrutia Ávila, Raúl


Urrutia Cárdenas, Salvador


Valcarce Medina, Carlos


Valenzuela Herrera, Felipe


Vargas Lyng, Alfonso


Vega Vera, Osvaldo


Viera-Gallo Quesney, José Antonio


Vilches Guzmán, Carlos


Villegas González, Erick


Villouta Concha, Edmundo


Walker Prieto, Ignacio


Wörner Tapia, Martita





�	-Asistieron, además, el Ministro de Defensa Nacional, señor Edmundo Pérez Yoma, y los Senadores señores Rolando Calderón, Roberto Muñoz Barra y Anselmo Sule. 








�II. APERTURA DE LA SESIÓN





	- Se abrió la sesión a las 10.39.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.








III. ACTAS





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- El acta de la sesión 61ª se declara aprobada.


	El acta de la sesión 62ª se encuentra a disposición de los señores diputados.








IV. CUENTA





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta.





	-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.





RÉPLICA A ALUSIÓN PERSONAL.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- De conformidad con el artículo 34 del Reglamento, tiene la palabra, por cinco minutos, el Diputado señor José Antonio Viera-Gallo.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, en el diario “El Sur” de hoy el Diputado señor Jorge Ulloa hace declaraciones que considero no sólo injustificadas, sino ofensivas.


	Señalé a ese diario que votar por el Senador Cantuarias significaría hacerlo por la UDI -partido al cual pertenece- y por el régimen militar, al que siempre ha adherido. Por su parte, el Diputado Ulloa manifestó: “Yo quiero decirle al Diputado Viera-Gallo, a través del diario “El Sur”, que me parece de una inconsecuencia, de una ignorancia histórica grande, porque si efectivamente pensáramos en ese sentido yo tendría que decir que votar por el Diputado Viera-Gallo significa votar, precisamente, por los revolucionarios que andaban asaltando y quemando tribunales; significa votar por la Unidad Popular; significa votar por gente que destruyó el país.”


	Quiero decirle al Diputado señor Ulloa que en mi juventud tuve el honor de colaborar durante tres años con el Presidente Allende, lo que considero un privilegio; que ello fue una escuela política en un momento muy turbulento para el país; que jamás, como Subsecretario de Justicia, hice nada de lo que él señala, y que no me arrepiento de haber participado en esa experiencia histórica. Otra cosa es que después, como cualquiera persona reflexiva y medianamente inteligente, hayamos sopesado las consecuencias de los hechos políticos trágicos que sucedieron en Chile. En cambio, ni el señor Ulloa ni el señor Cantuarias ni el señor Lavín -por nombrar a quien aparece como más importante en las encuestas- jamás han hecho la más mínima crítica respecto de los atropellos a los derechos humanos cometidos durante el régimen militar. Además, el Diputado señor Ulloa fue a visitar al ex general Contreras cuando estuvo preso en la Base Naval de Talcahuano y ha solidarizado públicamente con quien fue el principal responsable de las violaciones a los derechos humanos en Chile.


	Por ello, cuando digo que votar por el Diputado Ulloa o por el Senador Cantuarias es hacerlo por la UDI y por el régimen militar, no digo otra cosa que una tremenda verdad, y no veo por qué se avergüenzan de ser de la Unión Demócrata Independiente o de haber adherido y continuar adhiriendo al régimen militar.


	He dicho.





	-Aplausos.


�V. ORDEN DEL DÍA





AUTORIZACIÓN AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA MODIFICAR EL ESTATUTO Y LAS PLANTAS DEL PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS. Primer trámite constitucional.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- En el Orden del Día, corresponde ocuparse del proyecto, en primer trámite constitucional, que faculta al Presidente de la República para dictar un estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, modificar las leyes de plantas de esas instituciones y efectuar encasillamientos de personal.


	Diputado informante de la Comisión de Defensa es el señor Baldo Prokuriça, y de la de Hacienda, el señor Harry Jürgensen.





	Antecedentes:


	-Informes complementarios de las Comisiones de Defensa, y de Hacienda, boletín �Nº 1955-02, sesión 63ª, en 29 de abril de 1997. Documentos de la Cuenta Nºs 6 y 7, respectivamente.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que pueda ingresar a ella el Subsecretario de Guerra, don Mario Fernández.


	-Acordado.


	Tiene la palabra el Diputado señor Prokuriça, informante de la Comisión de Defensa Nacional.





	El señor PROKURIÇA.- Señor Presidente, en nombre de la Comisión de Defensa Nacional me corresponde entregar el informe complementario recaído en el proyecto de ley que faculta al Presidente de la República para dictar un estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, modificar las leyes de plantas de esas instituciones y efectuar encasillamientos de personal.


	Este informe complementario surge del acuerdo adoptado por esta Cámara en la sesión ordinaria de 11 de marzo pasado, en atención a las observaciones de constitucionalidad planteadas por los Diputados señores Huenchumilla y Ulloa.


	Como cuestión previa al informe mismo y con el ánimo de dar una visión general del proyecto, deseo destacar que es la primera vez, desde 1990 a la fecha, que la Cámara trata un proyecto de esta naturaleza: una petición del Jefe de Estado para que se le deleguen por un tiempo determinado facultades legislativas sobre ciertas materias. En otras palabras, no será el Congreso el que legislará sobre materias propias de ley, sino que autorizará al Presidente de la República para que lo haga en su nombre.


	Lo anterior explica la delicadeza del tema a tratar. El artículo 61 de la Constitución Política regla la delegación de facultades, precisando las materias sobre las que no puede recaer, característica que se condice plenamente con lo extraordinario de la situación y que obliga, por lo mismo, a interpretar en forma restrictiva los términos en que se efectúa dicha delegación.


	De acuerdo con los objetivos que lo inspiran, el proyecto delega facultades al Presidente de la República con dos finalidades. En primer lugar, para que dentro de 180 días, a contar de la vigencia de la ley, establezca un nuevo estatuto para el personal de las Fuerzas Armadas. En tal sentido, se fija el alcance de la delegación, que debe comprender la dictación de las normas necesarias para complementar las disposiciones de la ley Nº 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, y regular todas las materias que deban estar comprendidas en un estatuto del personal, el cual reemplazará al actual.


	Se señalan expresamente las normas del estatuto vigente -todas de carácter previsional- que deben incluirse en el nuevo texto que se dicte, sin perjuicio de poder introducir cambios formales, y se indica una fecha especial de vigencia, el 1º de enero de 1997, en atención a las situaciones que se pueden presentar.


	En segundo lugar, se fija el plazo de un año para modificar las plantas de oficiales y de empleados civiles de las Fuerzas Armadas. Con tal propósito, se señala como límite de la delegación la creación, modificación o supresión de los escalafones o grados necesarios para la aplicación del nuevo estatuto, como también la redistribución de plazas, pero sin que ello implique un aumento de estas últimas.


	Se establece que corresponderá al comandante en jefe respectivo la proposición de reestructuración de las plantas de cada institución, como también la de encasillamiento de los oficiales en servicio activo en los nuevos escalafones.


	Por otra parte, se consagra un resguardo para el encasillamiento de la oficialidad, disponiéndose que no podrá ser ubicado en grados inferiores a los que tuviera al momento de entrar en vigencia como ley este proyecto.


	Se dispone que corresponderá al comandante en jefe respectivo proponer al Jefe de Estado, cuando sea necesario, el encasillamiento del personal del cuadro permanente y de gente de mar y a los empleados civiles de la institución en los escalafones que resulten de la reestructuración que establezca el Primer Mandatario.


	Las objeciones de constitucionalidad planteadas por los Diputados señores Huenchumilla y Ulloa fueron, a juicio de la Comisión, debidamente salvadas por las indicaciones que presentó el Ejecutivo y las que formuló la Comisión misma durante la elaboración de este informe complementario.


	En primer lugar, respecto del artículo 1º, el señor Huenchumilla hizo presente que su inciso segundo comprendía, dentro de las facultades delegadas, la de dictar las disposiciones necesarias para complementar las normas básicas contenidas en la ley orgánica, cuestión que planteaba un doble motivo y objeción, por cuanto, de conformidad a la reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, las disposiciones complementarias de esta ley que sean indispensables comparten el carácter orgánico constitucional del estatuto y, en tal caso, no podrían ser objeto de delegación.


	Por otra parte, si dichas disposiciones complementarias no tuvieran el carácter mencionado, no sería necesaria la delegación, toda vez que el Jefe de Estado, mediante el ejercicio de la potestad reglamentaria, podría dictar aquellas disposiciones que fueren menester, sin necesidad de recurrir al trámite del Poder Legislativo.


	A la mayoría de la Comisión, siguiendo el pensamiento del Diputado señor Walker sobre este tema, le pareció que la frase final del inciso segundo establecía una delimitación suficiente para el ejercicio de esta facultad, al disponer que no quedarían comprendidas aquellas materias que fueran propias de las garantías constitucionales, o que por su naturaleza debieran ser reguladas por leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado, delimitación que sería aplicable a las dos ideas comprendidas en el inciso. No obstante, la Comisión optó por dejar constancia en el informe del alcance que atribuía a la norma, en el sentido de que se refiere sólo a disposiciones complementarias propias de ley común.


	Respecto de los artículos 2º y 3º, el Diputado señor Huenchumilla sostuvo, en definitiva, que las disposiciones relativas a materias previsionales, contenidas en el artículo 1º, no podían -ni siquiera por medio del traslado que establece el proyecto- ser parte de un decreto con fuerza de ley, porque ello desnaturalizaría el sentido de la delegación de facultades. Para ello, se fundó en que el decreto con fuerza de ley es el fruto de una delegación y ésta no puede comprender disposiciones propias de ley orgánica constitucional. Siendo así, no sería procedente el mencionado traslado, ya que en un decreto con fuerza de ley no podrían figurar disposiciones de carácter indelegable.


	En cuanto al artículo 3º, que señala una fecha especial de vigencia para determinados efectos del nuevo estatuto que se dicte, dijo que ello significaba que contendría disposiciones de carácter previsional y, por lo mismo, no sería procedente.


	El Ejecutivo no sólo acogió estas disposiciones, sino que propuso suprimir el artículo 2º, a sugerencia del Diputado señor Ulloa, a fin de regular las disposiciones de carácter previsional de las Fuerzas Armadas en un cuerpo legal separado.


	Asimismo, mediante otra indicación, precisó el contenido del artículo 3º, y señaló que las diferencias que pudieran producirse en las remuneraciones del personal como consecuencia de sobresueldos, bonificaciones, gratificaciones y asignaciones que se establezcan en el nuevo estatuto, se pagarán a contar del 1º de enero de 1997.


	Ambas indicaciones fueron aprobadas por unanimidad en la Comisión de Defensa.


	En relación con el inciso cuarto del artículo 4º, que establece reglas para el encasillamiento de la oficialidad de acuerdo con el nuevo estatuto que se dicte, dispone, en uno de sus acápites, que el oficial que fuere encasillado en un grado superior se considerará ascendido para todos los efectos legales. Esto motivó la observación del Diputado señor Huenchumilla en el sentido de que la aplicación de esa regla implicaba un ascenso, materia que, de acuerdo con la Constitución, está reservada a la ley orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, por lo que sería improcedente.


	El Ejecutivo, aun cuando sus representantes adujeron que no se trataba de una regla permanente para los ascensos �-cuestión propia de una ley orgánica-, sino sólo de una solución puntual para el problema que se presentaría a algunos oficiales al suprimirse el escalafón en que se encontraren con motivo del reencasillamiento a que daría lugar el nuevo estatuto, optó por suprimir la frase pertinente mediante una indicación, la que fue acogida por unanimidad en la Comisión.


	Por último, la Comisión acordó, por unanimidad, suprimir el inciso quinto del artículo 4º, que se refiere a la situación de los oficiales en cuyos escalafones se suprimiere el grado jerárquico que tenían como consecuencia de la vigencia del nuevo estatuto, disponiendo su encasillamiento en el grado inmediatamente superior por estimar, al igual que en el caso anterior, que se estaría ante un ascenso, materia propia de ley orgánica constitucional.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Jürgensen, informante de la Comisión de Hacienda.





	El señor JÜRGENSEN.- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda paso a rendir el informe complementario del proyecto de ley que faculta a su Excelencia el Presidente de la República para dictar un estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, modificar las leyes de plantas de estas instituciones y efectuar encasillamiento de personal.


	Durante el estudio del proyecto, asistieron a la Comisión los señores Mario �Fernández, Subsecretario de Guerra, y �Eugenio Cruz, asesor del Subsecretario.


	En su informe complementario, la Comisión de Defensa Nacional dispuso que los artículos 1º, 2º y 3º, modificados, debían ser tratados por la Comisión de Hacienda.


	En el artículo 1º, que faculta al Presidente de la República para dictar, dentro del plazo de 180 días, un decreto con fuerza de ley para reemplazar el estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, se dejó expresamente consignado que tales facultades no comprenden las normas de carácter previsional. Por ello, se eliminó del artículo 2º del proyecto primitivo lo referente a dichas normas.


	Esta disposición fue aprobada por 8 votos a favor y 1 abstención.


	El nuevo artículo 2º establece que las diferencias que pudieren producirse en las remuneraciones del personal de las Fuerzas Armadas como consecuencia de sobresueldos, bonificaciones, gratificaciones y asignaciones, se pagarán a contar del 1º de enero de 1997.


	Esta disposición se aprobó por 7 votos a favor y 2 abstenciones.


	El artículo 3º faculta al Presidente de la República para modificar las plantas, crear, modificar y suprimir los escalafones o grados y efectuar los encasillamientos correspondientes.


	En el inciso 4º, que dispone limitaciones al proceso de encasillamiento, se modificó la norma primitiva, eliminándose la frase “si fuere encasillado en una grado superior se considerará ascendido para todos los efectos legales”, y se suprimió el inciso 5º, que regulaba el encasillamiento de los oficiales.


	Puestos en votación los incisos primero, segundo y tercero del artículo 3º, fueron aprobados por 9 votos a favor y 1 abstención. Por su parte, los incisos cuarto y quinto fueron aprobados por unanimidad.


	Por último, la Comisión de Hacienda sugiere a la Sala aprobar este proyecto de ley.


	He dicho.





	El señor ORTIZ.- ¿Me permite la palabra, señor Presidente, por un asunto de Reglamento?


	En cinco minutos más comenzará a sesionar en forma extraordinaria la Comisión de Hacienda, pues han ingresado proyectos de discusión inmediata.


	Por lo tanto, solicito a su Señoría que fije una hora de votación, a fin de que podamos cumplir en forma paralela con esas tareas legislativas.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Señor diputado, antes quiero saber a quienes les interesa intervenir sobre este proyecto. Se han inscrito para intervenir los Diputados señores Ulloa, Walker, Rodríguez, Urrutia, don Salvador y Viera-Gallo.


	En consecuencia, si le parece a la Sala, el proyecto se votará a las 11.30 horas.


	¿Habría acuerdo?


	Acordado.





	Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.





	El señor ULLOA.- Señor Presidente, en relación con este proyecto, que entrega facultades al Presidente de la República para dictar un nuevo estatuto del personal de las Fuerzas Armadas y hacer posible la modificación de las leyes de plantas de esas instituciones y el reencasillamiento del personal, debo señalar que durante la primera discusión en general del proyecto, junto con el Diputado señor Huenchumilla hicimos presente a la Sala algunos inconvenientes que veíamos desde el punto de vista constitucional, toda vez que algunos artículos fueron redactados de manera imprecisa y percibimos que se podía confundir la delegación de facultades en materias que son indelegables, como las de carácter previsional.


	Subsanadas estas deficiencias en el nuevo informe complementario, estimamos prudente que el proyecto se apruebe por la Sala. Creemos que ha sido mejorado en cuanto a entregar las facultades que efectivamente pueden ser delegadas. 


	En relación con algunas materias de orden previsional que estaban insertas en el primer informe, ha quedado en claro que el Gobierno puede enviar un proyecto de ley si desea hacer las modificaciones pertinentes.


	Por lo tanto, anuncio que nuestra bancada votará favorablemente el proyecto, en atención -reitero- a que han sido subsanadas las deficiencias que detectamos en la primera discusión de la Sala y que expusimos latamente en esa oportunidad.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Walker.





	El señor WALKER.- Señor Presidente, sólo quiero expresar la conformidad y apoyo de la bancada democratacristiana al proyecto, el cual ingresó a esta Corporación en diciembre del año pasado y ha sido objeto de una profunda discusión, tanto al interior de la Comisión de Defensa como de la de Hacienda, donde se recogieron, en especial, las objeciones, interrogantes y dudas que se plantearon en su momento en la Sala. Sin embargo, considero que no están recogidas en forma adecuada en el informe complementario de la Comisión de Defensa. En su oportunidad, el Diputado señor Huenchumilla hizo ver la necesidad de que estos informes reflejen el debate habido en la comisión técnica respectiva. En este caso, el que hubo en la de Defensa fue mucho más rico, profundo, complejo y sofisticado de lo que aparece consignado en el informe. Se trata de una deficiencia que deseo hacer presente.


	El proyecto, tal cual se expresa en el informe complementario, a juicio de la Comisión de Defensa, cumple a cabalidad con los requisitos del artículo 61 de la Constitución Política, que establece: “El Presidente de la República podrá solicitar autorización al Congreso Nacional para dictar disposiciones con fuerza de ley durante un plazo no superior a un año sobre materias que correspondan al dominio de la ley”.


	La forma en que está reglamentada esta delegación de facultades en los incisos siguientes, se recoge en el nuevo proyecto.


	En tercer lugar, a estas alturas no hay normas de rango orgánico constitucional o de quórum calificado, lo cual también fue debatido en su momento. 


	La principal objeción que se hizo en la Comisión, desde el punto de vista de las normas previsionales, no sólo está zanjada con la eliminación del artículo 2º del proyecto primitivo, porque la Comisión consideró que no cabe delegar facultades en esta materia, sino que, además, se consignó expresamente en el inciso primero del artículo 1º de este nuevo proyecto, que faculta al Presidente de la República para los efectos indicados “con excepción de las normas previsionales”.


	Como con anterioridad ya se debatió en la Sala sobre la constitucionalidad de la iniciativa y también se resolvieron de manera satisfactoria las objeciones, interrogantes y dudas que se manifestaron, procede la aprobación del proyecto.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Rodríguez.





	El señor RODRÍGUEZ.- Señor Presidente, tengo una inquietud respecto del proyecto.


	Entiendo que otorga un sobresueldo a las especialidades de estado mayor y a la de ingeniería militar politécnica. Estas especialidades son muy diferentes entre sí, ya que la asignación de estado mayor es bastante superior a la de ingeniería militar politécnica. Me parece preocupante la situación, por cuanto se genera una desigualdad para dos tipos de oficiales del mismo nivel, además, puede desincentivar el ingreso de los oficiales a la Academia Militar Politécnica y la permanencia en la institución de aquellos que tienen este nivel de preparación. 


	Cuando integré la Comisión de Defensa, en más de una ocasión concurrimos a visitar algunas instalaciones militares, y una de las aprensiones que siempre se señalaba era que, efectivamente, había una emigración demasiado elevada de oficiales altamente capacitados, precisamente por el problema de remuneraciones. Me parece que ya que se hizo un esfuerzo por mejorar esta situación a través de una asignación de sobresueldo a los oficiales de estado mayor debería hacerse lo mismo para nivelar la asignación de los oficiales politécnicos.


	Solicito al Ministro que nos explique qué planes tiene el Gobierno respecto de esta situación, porque, de mantenerse, podría ser contraproducente para los objetivos perseguidos.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.





	El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, por su intermedio, concedo una interrupción al Diputado señor Sota.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Por la vía de la interrupción, tiene la palabra su Señoría.





	El señor SOTA.- Señor Presidente, sólo para decir al Diputado señor Rodríguez que todas sus dudas fueron contestadas en la primera ocasión en que se trató este proyecto en la Sala. El Ministro ha explicado latamente que todavía se está estudiando la situación de algunos oficiales que, con justicia, aspiran a estar incluidos en la ley. 


	Pero este asunto está siendo considerado en el Ministerio de Defensa y aún no tenemos una respuesta. En el propio Ejército -ya que la inquietud del señor Rodríguez reside en ese sector- todavía no ha sido resuelto. De manera que, cuando lo esté, ciertamente los oficiales podrán gozar de las franquicias que se consideran en este proyecto.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Recupera el uso de la palabra el Diputado señor Salvador Urrutia.





	El señor URRUTIA (don Salvador).- Señor Presidente, en la Comisión de Defensa hemos corregido un defecto legal del proyecto original. Naturalmente, la bancada del Partido Por la Democracia votará favorablemente el proyecto, mejorado y corregido, por cuanto, como lo dijimos en la sesión en que lo tratamos por primera vez, apunta a modernizar, a mejorar la operatividad de nuestras Fuerzas Armadas.


	De manera que, dar al Presidente de la República la facultad para dictar un nuevo estatuto de las Fuerzas Armadas es un paso sólido y significativo en el objetivo de modernizar nuestras Fuerzas Armadas, prepararlas mejor para los desafíos que involucra el avance permanente de la tecnología, de la información, y, al mismo tiempo, para los que surgen de los cambios del mundo moderno.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, sólo para insistir en la importancia del proyecto, por cuanto, detrás de esta petición de facultad por parte del Ejecutivo, existe la voluntad, manifestada en forma reiterada por el Ministro de Defensa, por el Presidente de la República y por los altos mandos de las Fuerzas Armadas, de proceder a una modernización creciente de las instituciones militares, conforme con los cambios que en la situación geopolítica van produciéndose tanto en el mundo como en la región, por el avance científico-tecnológico y por los cambios políticos en curso.


	Aquí se trata de buscar un mayor reforzamiento de las especialidades calificadas de las Fuerzas Armadas, para evitar una competencia desleal del mercado y que el esfuerzo de las instituciones y del propio Estado para formar técnicamente a personal especializado se vea frustrado porque éste pasa a integrar el mercado.


	Sólo quiero señalar, en forma muy breve, que ésta es una tarea general en que se encuentran empeñadas todas las fuerzas armadas del mundo después del término de la Guerra Fría, y con la introducción de armas, fabricadas cada vez con una tecnología más poderosa.


	Por tanto, es muy importante aprobar el proyecto, salvaguardada la objeción de constitucionalidad que formuló en su ocasión el Diputado señor Huenchumilla.


	También me parece muy importante el acto de confianza que la Oposición entrega al Gobierno, para que, mediante una delegación de facultades, el Presidente de la República introduzca los cambios que parecen adecuados en el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas.


	Quiero relacionar esta actitud con la que se adoptó ayer, cuando se dijo con mucha fuerza que se defendían ciertos principios para evitar la prepotencia de una eventual mayoría parlamentaria que pudiera arrasar con distintas instituciones o fundamentos del régimen constitucional, entre ellos, las Fuerzas Armadas.


	Hoy, la Oposición, en un gesto que la honra, le entrega confianza al Presidente Frei y al Ministro Pérez Yoma, a fin de que dicten una normativa que debería, en principio, haber sido conocida por el Parlamento. Me parece muy importante ese acto de confianza que la Oposición tiene en el gobierno de la Concertación.


	Señor Presidente, por su intermedio, concedo una interrupción al Diputado señor Elgueta.


	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Elgueta.





	El señor ELGUETA.- Señor Presidente, votaré a favor del proyecto, pero quiero hacer dos observaciones.


	En primer lugar, el inciso segundo del artículo 1° emplea una fraseología absolutamente inadecuada, pues todo lo que complementa las normas básicas viene a ser de carácter orgánico constitucional. Se debería haber dicho que son disposiciones necesarias para ejecutar las normas básicas y suprimir toda esa excepcionalidad de las garantías constitucionales, o lo que, por su naturaleza, debe ser regulado por ley orgánica constitucional o de quórum calificado, porque eso ya está en la Constitución, al margen de que está vedado para el Congreso hacer una delegación de facultades respecto de esas normas. Por lo tanto, me parece que allí estamos dimensionando y remarcando demasiado algo que está absolutamente claro en la Constitución.


	En segundo lugar, en relación con el artículo 3°, estoy completamente en desacuerdo con lo que señalaba el Diputado señor Rodríguez -no sé de dónde sacó esta conclusión; a lo mejor de las deliberaciones de la Comisión-, en el sentido de que habrá una discriminación entre determinados oficiales. Estoy confiado en que el Ministro de Defensa actuará en forma equitativa en el establecimiento de las remuneraciones de los oficiales del estado mayor y de los oficiales politécnicos.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Claudio Rodríguez.





	El señor RODRÍGUEZ.- Señor Presidente, sólo para agradecer la gentileza del Diputado señor Sota, quien se ha esforzado en aclarar lo debatido en la Comisión y el afán del Diputado señor Elgueta de tratar de reemplazar al Ejecutivo en esta oportunidad. Sin embargo, como éstas son materias que implican mayores recursos y, por lo tanto, los diputados no tenemos iniciativa legislativa, ¿sería posible que el Ministro de Defensa pudiera responder mi inquietud?





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Ministro de Defensa.





	El señor PÉREZ (Ministro de Defensa).- Señor Presidente, en la Comisión de Defensa, en sesión secreta, entregué extensos antecedentes de por qué no habíamos podido resolver todavía el problema de los ingenieros politécnicos. Sin embargo, ahora puedo adelantar que en las próximas semanas podremos darle solución, lo cual haremos de la mejor manera posible y siempre tratando de que esto sea dentro del mismo marco presupuestario aprobado aquí.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Raúl Urrutia.





	El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, el Diputado señor Elgueta planteó las mismas inquietudes que tengo respecto del inciso segundo del artículo 1º del proyecto, por cuanto el artículo 61 de nuestro texto constitucional establece expresamente las limitaciones del Congreso Nacional para delegar en el Presidente de la República la facultad de dictar decretos con fuerza de ley.


	Me preocupa, porque el citado inciso segundo señala: “La facultad que se otorga en virtud de la presente ley, comprenderá la de dictar aquellas disposiciones necesarias para complementar las normas básicas contenidas en la ley Nº 18.948, Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas,...” lo que, a mi juicio, puede implicar que el Presidente de la República, al dictar el decreto, se inmiscuya en normas básicas de esa ley orgánica. 


	Incluso, al dictarse el estatuto del personal de las Fuerzas Armadas, podrían afectarse materias propias de leyes orgánicas o de garantías constitucionales, y esa facultad no podemos delegarla. Por eso, es importante dejar claramente establecido en la historia fidedigna de la ley que la delegación de la facultad debe ser entendida por el Ejecutivo en esos términos.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.


	Ofrezco la palabra.


	Cerrado el debate.


	De acuerdo con lo dispuesto por la Sala, la votación del proyecto se realizará a las 11.30.





	-Posteriormente se procedió a votar el proyecto en los siguientes términos.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- En votación general el proyecto que faculta al Presidente de la República para dictar un estatuto del personal de las Fuerzas Armadas.





	-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: 63 votos por la afirmativa; no se registraron votos negativos; hubo 1 abstención.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Aprobado.





	-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:


	Aguiló, Álvarez-Salamanca, Arancibia, Balbontín, Bartolucci, Bayo, Ceroni, Cornejo, Chadwick, De la Maza, Dupré, Elgueta, Encina, Errázuriz, Ferrada, Gajardo, Galilea, García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Jeame Barrueto, Jocelyn-Holt, Jürgensen, Karelovic, �Kuschel, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Makluf, Martínez (don Rosauro), Martínez (don Gutenberg), Montes, �Morales, Moreira, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don �Aníbal), Pérez (don Ramón), Pérez (don Víctor), Prokuriça, Reyes, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Seguel, Silva, Sota, �Taladriz, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Raúl), Urrutia (don Salvador), Valenzuela, Vargas, Vega, Viera-Gallo, Vilches, Villouta, Walker y Wörner (doña Martita).





	-Se abstuvo el Diputado señor Palma (don Andrés).





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Por no haber sido objeto de indicaciones, queda también aprobado en particular.


	Tiene la palabra el Ministro de Defensa Nacional.





	El señor PÉREZ (Ministro de Defensa Nacional).- Señor Presidente, por su intermedio, agradezco a la Sala de la Cámara de Diputados, y en particular a la Comisión de Defensa, el acucioso estudio y pronto despacho de la iniciativa. Las indicaciones y recomendaciones hechas por los señores Diputados, a mi juicio, mejoraron en forma importante el proyecto.


	Muchas gracias.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Despachado el proyecto.





MODIFICACIONES A LA LEY Nº 18.525, SOBRE DISTORSIONES DE PRECIOS EN LAS IMPORTACIONES. Primer trámite constitucional.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Corresponde ocuparse, en primer trámite constitucional y segundo reglamentario, del proyecto que introduce modificaciones a la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones.


	Diputado informante de la Comisión de Economía, Fomento y Desarrollo es el señor Dupré.





	Antecedentes:


	-Segundo informe de la Comisión de Economía, boletín Nº 1832-03, sesión 63ª, en 29 de abril de 1997. Documentos de la Cuenta Nº 9.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Diputado señor Dupré.





	El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, paso a informar el proyecto de ley, en segundo trámite reglamentario, que modifica la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones.


	Esta iniciativa legal, tal como lo vimos en el primer informe, dice relación con los compromisos que el país ha contraído con la Organización Mundial de Comercio, a fin de adecuar nuestra legislación sobre distorsiones de precios de las importaciones a los acuerdos adoptados en la Octava Ronda de Negociaciones Multilaterales del Gatt, que dio origen a la Organización Mundial del Comercio.


	En esta oportunidad analizaré algunas de las indicaciones presentadas en la Comisión. 


	Del Diputado señor Orpis para suprimir en la letra d), referida al artículo 10 de la ley Nº 18.525, la expresión “sobretasas”, la que fue rechazada. Lo mismo ocurrió con la indicación, también del señor Orpis, que proponía reemplazar el inciso segundo del artículo 14, en la letra j), del artículo 1º del proyecto, por el siguiente: “La decisión de la Comisión que recomienda la aplicación de alguna medida se notificará al Ministerio de Hacienda.”


	De los Diputados señores Jürgensen, Caminondo, Galilea y José García para sustituir el inciso tercero del artículo 12 de la ley Nº 18.525, que señala que para la determinación de los costos, se deberán considerar los precios internacionales promedios mensuales registrados en los mercados de mayor relevancia en un período inmediatamente precedente de cinco años calendario para determinados productos o implementos. Ellos proponían ordenar los referidos promedios en serie. Además, indicaban que en el caso del trigo el monto promedio por tonelada del subsidio debería estar de acuerdo con el que otorga el Export Enhancement Program de los Estados Unidos.


	Asimismo, se rechazó otra indicación de los mismos señores diputados, la cual señalaba que los precios para la aplicación de los derechos y rebajas debían ser los que se alcanzaran a la fecha de embarque de las mercaderías, no obstante la determinación del Servicio Nacional de Aduanas.


	La mayoría de los señores diputados entendió la necesidad de mantener el texto propuesto por la Comisión en el primer informe, porque además de adecuar las normas legales vigentes sobre el funcionamiento de la Comisión de Distorsiones, era indispensable aceptar las sugerencias que se habían hecho en la última ronda de la Organización Mundial del Comercio y analizar con posterioridad, en forma profunda y detallada, las posibles deficiencias que surjan del trabajo de la Comisión de Distorsiones. Con tal objetivo, el Gobierno planteó que propondría un texto más acabado para corregir dichas anomalías, lo cual fue aceptado por la mayoría de la Comisión.


	Por otra parte, se coincidió en la necesidad de mantener el sistema de banda de precios para determinados productos debido a su alta volatilidad en los mercados internacionales producto de las acciones proteccionistas de ciertos países productores. Al respecto, el Ejecutivo señaló que era necesario evitar que los consumidores pagarán costos innecesarios. En consecuencia, es primordial que en los foros internacionales, especialmente en la Organización Mundial del Comercio, quede claro que en Chile las bandas de precios no son arbitrarias, sino que se determinan por leyes y con un eficiente control.


	Luego de rechazar las indicaciones señaladas, la Comisión propone aprobar el texto que se somete a la consideración de la Sala.


	He dicho.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Solicito el acuerdo de los señores diputados para que ingrese a la Sala el Subsecretario de Hacienda, señor Manuel Marfán.


	¿Habría acuerdo?


	Acordado.


	Tiene la palabra el Diputado señor �Ramón Pérez.





	El señor PÉREZ (don Ramón).- Señor Presidente, el proyecto en debate, que modifica la ley Nº 18.525, relativa a las distorsiones de precios en las importaciones, se refiere a los compromisos que el país ha contraído con la Organización Mundial del Comercio en orden a adecuar nuestra legislación sobre la materia a los acuerdos adoptados en la octava ronda multilateral del Gatt, la cual dio origen a la Organización Mundial del Comercio.


	La Comisión, en el segundo trámite reglamentario, conoció seis indicaciones del Diputado señor Orpis y tres que fueron presentadas en la Sala durante la discusión general. Luego de analizarlas, acordó rechazarlas pues no guardaban relación con la idea matriz del proyecto. Sin embargo, debido a que el Ejecutivo tomó conciencia de que dichas indicaciones eran valiosas, se comprometió a presentar otro proyecto sobre la materia que indicara todo lo que el país necesita demostrar.


	He dicho.


	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra.


	Ofrezco la palabra.


	Cerrado el debate.


	Solicito la autorización de los señores Diputados para que ingrese a la Sala la señora Catalina Bau, asesora del Ministerio de Hacienda.


	Acordado.


	Se suspende la sesión por tres minutos.





	-Se suspendió la sesión.





	-Transcurrido el tiempo de suspensión:





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- En votación el proyecto que introduce modificaciones a la ley Nº 18.525, relativa a distorsiones de precios en las importaciones.





	-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 57 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Aprobado.





	-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:


	Aguiló, Álvarez-Salamanca, Arancibia, Balbontín, Bayo, Ceroni, Cornejo, Chadwick, De la Maza, Dupré, Elgueta, Elizalde, Encina, Errázuriz, Ferrada, Gajardo, García (don René Manuel), García (don José), García-Huidobro, Hurtado, Jeame Barrueto, Jürgensen, Karelovic, Kuschel, Leay, Letelier (don Juan Pablo), Longton, Makluf, Martínez (don Gutenberg), Morales, Naranjo, Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Ramón), Reyes, Rocha, Saa (doña María Antonieta), Seguel, Silva, Sota, Taladriz, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don Raúl), Urrutia (don Salvador), Valcarce, Valenzuela, Vargas, Vega, Viera-Gallo, Villouta, Walker y Wörner (doña Martita).





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Con la venia de la Sala, tiene la palabra el Subsecretario de Hacienda, señor Marfán.





	El señor MARFÁN (Subsecretario de Hacienda).- Señor Presidente, por su intermedio, agradezco a la Sala y a las Comisiones de Hacienda y de Economía la expedición con que tramitaron el proyecto, lo cual, sin duda, muestra una vez más la vocación de nuestro país para integrarse de manera ordenada a los mercados internacionales.


	Muchas gracias.





	El señor ROCHA (Vicepresidente).- Despachado el proyecto.





	El señor SEGUEL.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor SEGUEL.- Señor Presidente, todos los parlamentarios recibimos una invitación del Presidente del Senado, señor Sergio Romero, y del Presidente de la Cámara de Diputados, señor Gutenberg Martínez, para asistir a una misa de Acción de Gracias hoy a las 11.45 horas.


	Solicito que se suspenda la sesión desde este minuto hasta las 12.30 horas, a fin de que los católicos y cristianos podamos concurrir a esta ceremonia.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- ¿Habría acuerdo?


	No hay acuerdo.





	El señor MOREIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.


	El señor MOREIRA.- Señor Presidente, deseo apoyar la posición del Diputado señor Seguel, pues se trata de un acto de gran trascendencia, razón por la cual creemos que debería suspenderse la sesión mientras dure la ceremonia.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Como saben sus Señorías, el acuerdo debe tomarse por unanimidad. 


	Nuevamente consulto si hay acuerdo para suspender la sesión mientras dure la ceremonia.





	El señor AGUILÓ.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor AGUILÓ.- Señor Presidente, a pesar de que podría acogerme a la disposición reglamentaria que indica que no es necesario expresar nombres y argumentos para oponerse a una decisión unánime, quiero dar mis razones. 


	No obstante ser cristiano y católico, me opongo, por estimar que la propuesta implica una restricción a la libertad religiosa en la Corporación, porque somos una institución que debe respetar rigurosamente la libertad de conciencia y religiosa en la Corporación. Somos parte de una institución que debe respetar rigurosamente la libertad de religión de cada uno de sus integrantes, y no todos son cristianos y católicos. Además, cada uno tiene perfecto derecho a abandonar la Sala y participar en la ceremonia a la cual hemos sido invitados, la que, por supuesto, nos merece todo el respeto.





	La señorita SAA.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Si no hay unanimidad, no es necesario insistir.


	Tiene la palabra la Diputada señorita Saa.


	La señorita SAA.- Señor Presidente, deseo hacer una consulta.


	¿Esta bendición es ecuménica, o es sólo católica? Me preocupa enormemente ese aspecto, porque nosotros representamos al pueblo de Chile, el que profesa diferentes credos religiosos. Entonces, el hecho de que sea sólo una bendición de la Iglesia Católica me parece que no nos interpreta como parlamentarios ante el país.


	En ese sentido, me opongo. Quienes deseen concurrir, pueden hacerlo, pero no considero conveniente suspender la sesión, sobre todo porque se trata de una bendición hecha por una sola iglesia.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Seguel.





	El señor SEGUEL.- Señor Presidente, en varias oportunidades, por diferentes razones, algunos hemos concurrido a la iglesia, a pesar de no ser católicos.


	La invitación que nos formulan los Presidentes del Senado y de la Cámara, dice: “...con motivo de conmemorarse el Día Mundial del Trabajo, oportunidad en la cual se procederá a bendecir el edificio del Congreso Nacional”.


	Las dos razones son muy de fondo y creo que sería oportuna la asistencia de todos los parlamentarios a la ceremonia: es el Día Internacional del Trabajo y se bendecirá el edificio del Congreso Nacional.


	Por eso, pido que se suspenda la sesión desde las 11.45 hasta las 12.30 horas.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado, como ha quedado de manifiesto, no hay unanimidad.





	El señor VIERA-GALLO.- ¿Me permite, señor Presidente?





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Su Señoría ha sido Presidente y sabe que la materia no amerita ninguna discusión. Si quiere agregar algún punto sobre la cuestión de Reglamento, tiene la palabra. 





	El señor VIERA-GALLO.- Le pido paciencia, señor Presidente.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- La tengo y mucha, señor diputado.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, aun cuando soy católico, mientras fui Presidente de la Cámara me opuse a que se bendijera el edificio. Luego, cuando la presidió el Diputado señor Estévez, hubo una ceremonia ecuménica a la cual concurrieron algunos parlamentarios. O sea, el edificio ya fue bendecido y no veo por qué debe serlo por segunda vez, salvo que el Presidente del Senado, por otros motivos, haya sorprendido al Arzobispo de Valparaíso.


	He dicho.





	-Hablan varios señores Diputados a la vez.





MODIFICACIONES A LA LEY Nº 18.340, SOBRE ARANCEL CONSULAR. Primer trámite constitucional.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Corresponde tratar, en primer trámite constitucional, el proyecto que modifica la ley Nº 18.340, sobre arancel consular.


	Diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores es el señor Carlos Dupré, y de la de Hacienda, el señor Andrés Palma.





	Antecedentes:


	-Mensaje, boletín Nº 842-10, sesión 11ª, en 28 de octubre de 1992. Documentos de la Cuenta Nº 1.


	-Informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de la de Hacienda, sesión 63ª, en 29 de abril de 1997. Documentos de la Cuenta Nºs. 10 y 11, respectivamente.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el señor diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores.





	El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, la Comisión de Relaciones Exteriores se abocó al estudio del proyecto que modifica la ley Nº 18.340, que fija el nuevo arancel consular de Chile, establece la lista clasificada de las distintas actuaciones consulares y los derechos que los cónsules de Chile deben cobrar por su intervención en los siguientes actos:


	-En los relativos a la navegación; en los referentes al estado civil, nacionalidad, obligaciones militares y asignaciones familiares;


	-En los administrativos, donde están ubicados los que dicen relación al otorgamiento, revalidación y visación de pasaportes y otros documentos relativos a la salida y entrada de chilenos y extranjeros al país; en aquéllos sobre a la protección y representación de chilenos y actuaciones en materia de sucesiones, y en los notariales.


	Se autoriza al cónsul que actúe como tal, fuera del lugar de residencia, para cobrar el abono de los gastos de viaje, más 100 dólares diarios. Por actuaciones urgentes, fuera del horario normal de la jornada de trabajo, se le permite cobrar una retribución de 25 dólares por la primera hora de trabajo y de 10 dólares por cada hora de exceso sobre la primera hora.


	Entre las disposiciones generales, se contemplan diversas normas complementarias del arancel consular, como la referida al privilegio de pobreza que puede beneficiar al chileno en el extranjero para ser liberado del pago de derechos consulares y la que destina a rentas generales de la nación las sumas que se recauden por concepto de derechos consulares.


	En los informes proporcionados a la Comisión se indica que los ingresos fiscales recaudados en los consulados de Chile por este concepto el año 1990, totalizaron 3.380.000 dólares. No se pudo lograr una información pormenorizada del rendimiento que han tenido las diversas actuaciones consulares autorizadas por la ley Nº 18.340. 


	Sin embargo, nos parece ilustrativo señalar las recaudaciones globales, en dólares de Estados Unidos de América, y la contribución porcentual a la recaudación total del arancel consular en 1990.


	En los actos relativos a la navegación, 8.589 dólares, con un 0,28 por ciento.


	En los referentes al estado civil, nacionalidad, obligaciones militares y asignaciones familiares, 77.867 dólares con el 2,48 por ciento.


	En los actos administrativos, 2.247.386 dólares, con el 71,84 por ciento.


	En cuanto a las normas generales, 324.478 dólares, con el 10,37 por ciento.


	El Ministerio de Relaciones Exteriores ha hecho un estudio sobre los ingresos futuros que debiera producir el arancel consular. Se calcula una reducción de 1.205.882 dólares, a partir de 1994, por la sobredemanda en la renovación de pasaportes.


	En los mismos estudios se estima en 320 mil dólares el mayor ingreso que se podría obtener si se gravaran las adopciones o legitimaciones adoptivas provenientes del extranjero, que actualmente son gratuitas, conforme a lo dispuesto por el Nº 10 del artículo 4º de la ley Nº 18.340.


	También se informó que el 31,2 por ciento de las solicitudes tiene su origen en los Estados Unidos de América; el 26,8 por ciento, en Italia; el 17,8 por ciento, en Francia, y el 24,2 por ciento restante proviene de países desarrollados de Europa occidental, Canadá, Sudáfrica y Australia.


	Se ha estudiado la posibilidad de establecer aranceles diferenciados para las legalizaciones, actualmente sujetas a un arancel único de 12 dólares, fijado en el Nº 10 del artículo 4º de la ley Nº 18.340. 


	La legalización de documentos relativos a la enseñanza básica y media pasaría a ser gratuita y la de estudios técnicos y profesionales subiría a 27 dólares. 


	La legalización de un documento judicial estaría sujeta a un arancel de 22 dólares.


	La legalización de certificados de origen, procedencia, sanidad animal, fitosanitarios, antigüedad, envejecimiento, uso, pureza, calidad, análisis, libre venta, aptitud para el consumo humano, libre de contaminación, se gravaría con un arancel de 35 dólares. 


	La legalización de documentos relativos a contratos de compraventa de bienes muebles e inmuebles pagaría un arancel de 45 dólares.


	La legalización de un poder para representar empresas extranjeras en lo que respecta a propiedad industrial, estaría afecta a un derecho consular de 85 dólares.


	Finalmente, el Ministerio de Relaciones Exteriores entregó a la Comisión un cuadro comparativo entre el nuevo arancel consular que se establecería si esta ley fuese aprobada y los aranceles consulares de varios países de América Latina y Europa, lo que permite apreciar que los valores que se fijarían serían, en general, inferiores o similares a los que se aplican en los países citados.


	Para mejor información de la Sala se acompañan, como documentos anexos, el cuadro comparativo y el anteproyecto de nuevo arancel consular preparado por dicha cartera.


	El objetivo general de este proyecto que se somete a consideración de la Sala es autorizar nuevas actuaciones consulares que han surgido con la nueva realidad económica internacional que vive el país, y establecer nuevos montos para los derechos consulares, en concordancia con los que existen en la generalidad de los países. 


	Para ello, el proyecto propone en dos artículos normas que inciden en materias propias de ley y que, como he señalado, están diferenciadas en las obligaciones que puede establecer el Ministerio de Relaciones Exteriores respecto del nuevo arancel consular.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el señor Andrés Palma, diputado informante de la Comisión de Hacienda.





	El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, en representación de la Comisión de Hacienda, daré a conocer el informe sobre el proyecto que modifica la ley �Nº 18.340, sobre arancel consular.


	En primer lugar, debo hacer presente que este tema viene siendo discutido desde 1992, año en que el proyecto modificatorio sobre arancel consular ingresó a tramitación en la Cámara. La Comisión de Relaciones Exteriores entregó su informe -al cual se refirió el Diputado señor Dupré- en octubre de 1993, y recién ahora, con fecha 23 de abril de 1997, lo ha despachado la Comisión de Hacienda.


	Hemos ocupado todo este tiempo en la tramitación de la iniciativa debido a que el proyecto original no tiene ninguna palabra en común con el texto que aprobó la Comisión de Relaciones Exteriores. Ello se debe a que en la discusión de dicha Comisión se produjo un acucioso e importante debate respecto de la constitucionalidad de algunas de las disposiciones propuestas por el Ejecutivo, llegándose a la conclusión de que, de aprobarse el proyecto original, se caería en una inconstitucionalidad evidente, por cuanto delegaba en un ministro de Estado atribuciones que no correspondía establecer por ley o, en caso supletorio, mediante una delegación de facultades, por un año, al Presidente de la República.


	Atendida esta objeción, el Ejecutivo envió, a fines de 1993, la indicación sustitutiva a la cual se refirió el diputado informante de la Comisión de Relaciones Exteriores, que delega facultades, por un año, al Presidente de la República, para modificar el arancel consular. Sin embargo, el mismo Ejecutivo retiró la urgencia al proyecto que había sido despachado por esa Comisión, con el propósito de revisarlo detalladamente. En 1995, se comprometió a enviar un texto sustitutivo, lo que hizo efectivo en 1996. Corresponde a la redacción que, en definitiva, aprobó la Comisión de Hacienda hace algunos días, con correcciones y aclaraciones.


	Por tanto, el retraso habido en la tramitación de esta iniciativa se debe a que el proyecto original debió ser modificado y posteriormente objeto de correcciones y aclaraciones. 


	La Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad todas las materias, salvo una, a la cual me referiré en un momento más.


	El proyecto que propone la Comisión de Hacienda responde a la indicación sustitutiva del Ejecutivo y consta de un artículo 1º con ocho números; del artículo 2º y de uno transitorio, y reemplaza el articulado propuesto por la Comisión de Relaciones Exteriores, que contaba con cinco artículos delegatorios de facultades al Presidente de la República.


	Su artículo 1º introduce varias modificaciones a la ley Nº 18.340, cuerpo legal que era derogado en el texto aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores.


	El número 1 modifica los valores de los actos relativos a la navegación establecidos en el actual artículo 2º de la referida ley y agrega nuevas materias al arancel consular, las cuales son las mismas que se habían considerado en la delegación de facultades. 


	El número 2 sustituye el artículo 3º, sobre actos relativos al estado civil, nacionalidad, obligaciones militares y asignaciones familiares. 


	El número 3 sustituye el artículo 4º, sobre actos administrativos. 


	El número 4 sustituye los números 3, 4 y 5 del artículo 5º, referentes a la protección y representación de chilenos y actuaciones en materias de sucesiones.


	El número 5 sustituye el artículo 6º. respecto de actos notariales. 


	El número 6 sustituye el actual artículo 9º, que faculta al cónsul que actúe como tal fuera del lugar de su residencia para cobrar los gastos del viaje, por la obligación de entregar un recibo al interesado, tratándose de los números 21, 22 y 24 del artículo 4º.


	El número 7 sustituye el artículo 11, precisando el carácter gratuito de las diligencias que practique un cónsul en asuntos criminales, a requerimiento de las autoridades que allí se señalan.


	El número 8 sustituye los artículos 14, 15 y 16, que liberan de derechos arancelarios. 


	En el artículo 14, nuevo, se libera de dichos derechos a las donaciones de medicamentos y otros bienes destinados a instituciones de caridad.


	En el artículo 15 se establece que las sumas que se recauden por el cobro de derechos consulares ingresarán a Rentas Generales de la Nación.


	En el artículo 16, nuevo, se dispone que los derechos consulares que establece el proyecto podrán modificarse mediante decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, firmado por el Ministro de Hacienda, en caso de que se modifique la relación del dólar de Estados Unidos de América con el peso chileno en un monto superior al 5 por ciento.


	Por su parte, el artículo 2º faculta al Presidente de la República para dictar un texto refundido, coordinado y sistematizado.


	Finalmente, el artículo transitorio establece que la vigencia de la ley será desde los 60 días de su publicación.


	Si se consideran todas las modificaciones introducidas, el total de recursos que se recaudará con el nuevo arancel consular ascenderá a 6.762.441 dólares, aproximadamente. Esto significa un incremento de alrededor de 1 millón de dólares respecto de la ley vigente.


	La Comisión de Hacienda revisó todas las modificaciones que se introducen en los artículos que he señalado.


	En el anexo del informe se puede apreciar la actual tarifa, la nueva, el número de actuaciones realizadas en el último año, el total de lo recaudado por estas tarifas en el último año y lo que representará en términos de recaudación por el nuevo arancel consular.


	Quiero detenerme en el único tema que no fue aprobado por unanimidad en la Comisión de Hacienda, sobre el cual hubo votos a favor, en contra y abstenciones. Me refiero al nuevo artículo 16 de este proyecto de ley, que voy a leer para su conocimiento más detallado:


	“Artículo 16.- Los derechos consulares señalados en la presente ley podrán modificarse mediante decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores, el que deberá llevar, además, la firma del Ministro de Hacienda.


	“La modificación de los derechos del Arancel Consular a que se refiere el inciso anterior, se efectuará cuando el valor del dólar de los Estados Unidos de América en relación con el peso chileno acuse una depreciación o una valorización de al menos un 5%, según los índices de fluctuación de los valores monetarios del Banco Central de Chile, a contar de la fecha en que entre en vigencia la presente ley.”


	Lo que se pretende con esto -y así nos fue expresado por el Ejecutivo- es mantener un valor al día, permanente, real, equivalente, de los aranceles que se establecen mediante esta ley.


	Sin embargo, en la discusión en la Comisión de Hacienda vimos que este texto presentaba varios inconvenientes. El primero de ellos es que una actualización de un 5 por ciento significaba que algo que hoy día costaba un dólar, iba a valer 1,5 dólares o 95 centavos de dólar, según se depreciara o se apreciara el peso chileno. Como se sabe, cobrar cifras con decimales, en lugar de unidades enteras, introduce una gran complejidad en la administración del arancel, que es lo que se quiere corregir mediante este proyecto. 


	Por lo tanto, la facultad de que se pudiera modificar con una depreciación o una valorización de, al menos, un 5 por ciento de la variación de los precios relativos de las monedas, no necesariamente resolvía el problema.


	Por otra parte, del tenor literal del artículo 16, y si se considera lo que acabo de señalar, no queda claro si se puede modificar en otros montos diferentes de un 5 por ciento. Sería razonable que algo que vale 10 dólares pueda costar 11 ó 9 dólares y no modificarse en un 5 por ciento. Pero eso significaría volver al tema de la constitucionalidad que motivó la sustitución íntegra del proyecto, por cuanto se delegaría la facultad de fijación de aranceles en los Ministros de Relaciones Exteriores y de Hacienda, cuestión imposible, porque representaría un incumplimiento de normas orgánicas constitucionales. Además, dicha facultad podría ser sólo por un año si se delegara en el Presidente de la República.


	Entonces, hay una contradicción en el artículo 16 y, como señalé, si bien la Comisión de Hacienda lo aprobó con abstenciones y oposición, el Ejecutivo se comprometió a enviar una indicación sustitutiva, con el fin de perfeccionarlo y solucionar los aspectos a que me he referido en el momento en que se discuta en la Sala.


	La Comisión de Hacienda opina que, con excepción de las normas dispuestas en el artículo 16, el texto aprobado por ella resuelve las dificultades presentadas en la Comisión de Relaciones Exteriores. Somos partidarios de aprobar en general dicho texto con todas las modificaciones que se han señalado, porque son beneficiosas para los chilenos que viven en el exterior y facilitan, asimismo, el flujo de personas que concurren a Chile, ya sea por motivos turísticos �-que es una cantidad muy importante- como comerciales.


	Finalmente, insisto en que la Comisión de Hacienda opina que la aprobación en general del proyecto no debe considerarse definitiva, por cuanto el Ejecutivo tiene el compromiso -sólo puede ser a través de su iniciativa- de enviar una indicación sustitutiva del artículo 16 para resolver los temas sobre administración que se suscitarían en caso de aprobarse en la forma como está.


	Es todo cuanto puedo informar.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Viera-Gallo.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, aquí nos encontramos ante una situación algo paradójica. Mientras la Comisión de Relaciones Exteriores establece en su informe que somete a consideración de la Sala un proyecto cuyo artículo 1º delega la facultad de fijar el arancel consular en el Presidente de la República -lo que me parece bastante razonable-, la Comisión de Hacienda, en cambio, plantea un proyecto de ley mediante el cual establece las nuevas tasas arancelarias, cuyo artículo 16, para evitar desvalorizaciones -como explicaba el Diputado señor Andrés Palma-, faculta a los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Hacienda para revalorizarlas cuando se produzcan cambios en la moneda.


	Pero, ¿qué proyecto se va a votar ¿El de la Comisión de Hacienda o el de la Comisión de Relaciones Exteriores? Si el Ejecutivo hizo suyo el proyecto de la Comisión de Hacienda, sustituyendo el de la Comisión de Relaciones Exteriores, habría que entender que se vota el de la Comisión de Hacienda. Pero si éste es de los parlamentarios, sin apoyo del Ejecutivo, sería totalmente inconstitucional y, entonces, correspondería votar el texto de la Comisión de Relaciones Exteriores.


	El Congreso Nacional no puede delegar facultades en dos ministros de Estado para reajustar aranceles. O sea, la única forma sería la delegación en el Presidente de la República, por lo que es absolutamente insalvable e insanable la inconstitucionalidad del artículo 16 del proyecto de la Comisión de Hacienda. Pero no se ve la indicación. En todo caso, si se vota el proyecto de la Comisión de Hacienda, el artículo 16 debería ser rechazado.


	Por otra parte, quiero preguntarles a los diputados informantes qué sucede con las gestiones consulares que hacen los chilenos de escasos recursos en el extranjero.


	Recientemente se me ha planteado el caso de una persona de muy pocos recursos que falleció en Sao Paulo, Brasil. El Consulado, para repatriar sus restos, está pidiendo 4 mil dólares que, obviamente, la familia no puede pagar. Al respecto, el cónsul general o el cónsul tienen facultades para eximir del pago de los aranceles consulares a personas de escasos recursos, y, si ello es así, agradeceré que me indiquen en qué parte del articulado figura.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Sin perjuicio de la información que entreguen los señores diputados informantes, entiendo que es una indicación sustitutiva del Ejecutivo.


	Ahora procede votar en general el proyecto.


	Tiene la palabra el Diputado señor Viera-Gallo para plantear una cuestión de Reglamento.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, hay que votar en general uno de los dos proyectos. No se puede votar en general una idea abstracta. O sea, habría que decir si el Gobierno patrocina el proyecto de la Comisión de Relaciones Exteriores y lo votamos en general, o hacemos lo mismo con el de la Comisión de Hacienda, conscientes de que contiene una inconstitucionalidad. Me parece extraño que el Gobierno haya patrocinado una disposición tan abiertamente contraria a la Constitución y a las propias facultades del Presidente de la República.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Con la venia de la Sala, me permito recordarle al Diputado señor Viera-Gallo �-del cual tanto hemos aprendido en esta Corporación- que él, reiteradamente, desde esta testera, sostuvo que había ideas generales.


	Lo que se votará aquí es exactamente la idea de legislar sobre la materia. El proyecto específico será el resultado del debate.


	Tiene la palabra el Diputado señor Raúl Urrutia para exponer un problema de Reglamento.





	El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, creo que el Diputado señor Viera-Gallo tiene toda la razón. Aquí hay dos proyectos distintos: uno de la Comisión de Relaciones Exteriores y otro de la de Hacienda.


	En el artículo 16 de la Comisión de Hacienda hay, indudablemente, inconstitucionalidades manifiestas. Se vota la idea de legislar en general sobre un proyecto determinado. Entonces, o votamos la idea general del proyecto de la Comisión de Relaciones Exteriores o la del de la Comisión de Hacienda, porque no podemos votar un proyecto que contenga textos distintos. Por lo tanto, hay que saber si lo que plantea la Comisión de Hacienda es una indicación del Presidente de la República o es parte del trabajo acucioso de sus integrantes. Porque, si es así, sería inadmisible y así debería declararlo la Mesa.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado, creo que ese punto lo hemos evaluado y la observación parece pertinente; pero me permito reiterar a vuestras señorías que corresponde pronunciarse en general sobre el proyecto de la Comisión de Relaciones Exteriores que ha sido sometido a consideración de la Sala. Por lo tanto, en razón de haber una indicación del Ejecutivo en la Comisión de Hacienda, debe pasar a segundo informe. Por lo demás -los señores diputados informantes podrán aclararlo-, en el informe se dice que hay una indicación del Ejecutivo.


	Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.





	El señor ULLOA.- Señor Presidente, si nos atenemos a la secuencia de los dos proyectos, el informe de la Comisión de Hacienda es posterior. Por lo tanto, deberíamos pronunciarnos sobre el proyecto original de la Comisión de Relaciones Exteriores. Sin embargo, tampoco es posible desconocer que existen diferencias o discrepancias importantes entre ambos.


	Por lo tanto, propongo que los proyectos sean devueltos a la Comisión técnica correspondiente para que haga una síntesis y un reestudio de la materia, porque, claramente, estamos hablando de dos proyectos.


	En consecuencia, pido a su Señoría que solicite la unanimidad de la Sala para que los proyectos vuelvan a dicha Comisión.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado, su petición es reglamentaria y no necesita la unanimidad de la Sala. Si ella lo acuerda es posible remitirlos para un segundo estudio.


	Tiene la palabra el Diputado señor �Dupré.


	El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, como Diputado informante -sin contar con el acuerdo de la Comisión de Relaciones Exteriores-, me parece bien la propuesta del Diputado señor Ulloa. En el seno de esa Comisión no hemos tenido conocimiento oficial de este cambio del Ejecutivo para acceder a lo planteado por la Comisión de Hacienda en cuanto a derechos consulares. En ese sentido, me parece que la delegación de facultades es mucho más clara y permite que una materia como la relativa a los derechos consulares -a que se refería el Diputado señor Viera-Gallo- sea más flexible, lo cual es más fácil de conseguir mediante la facultad que pueda tener el Presidente de la República.


	Desde el punto de vista de la reglamentación, que es la alternativa y la tesis que plantea la Comisión de Hacienda, es bastante diferente el criterio con el cual se están enfocando las modificaciones del arancel consular, sin perjuicio de que ése pueda ser un camino que yo considero menos viable.


	Obviamente, el artículo 16 de la propuesta de la Comisión de Hacienda es absolutamente inconstitucional. Respecto de lo planteado por el Diputado señor Viera-Gallo recuerdo que existe el privilegio de pobreza y que el artículo 12 del proyecto nuestro establece que los cónsules están facultados para liberar el pago de derechos consulares. De modo que con eso podría salvarse la situación que expuso.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Raúl Urrutia para hacer presente una cuestión de Reglamento.





	El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, creo que es muy pertinente la petición del Diputado señor Ulloa en cuanto a devolver los proyectos a Comisión porque, como lo expresó muy bien el Diputado señor Dupré, el proyecto de la Comisión de Relaciones Exteriores de la Cámara dispone una delegación de facultades en el Presidente de la República para dictar los derechos consulares. En cambio, el de la Comisión de Hacienda es más bien una proposición. Al parecer, ni siquiera hubo indicaciones, puesto que en el informe se dice: “2.- Disposiciones o indicaciones rechazadas. No hay.”


	Existe una indicación sustitutiva del Ejecutivo y, por tanto, son materias total y absolutamente distintas. Una es la delegación de facultades y otra los derechos arancelarios fijados por el texto del Ejecutivo. O sea, son dos proyectos distintos. En consecuencia, o se rechazan o se envían a las Comisiones para que ellas, en definitiva, diriman la situación producida.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Andrés Palma.





	El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, si los señores diputados, entre ellos el señor Viera-Gallo, hubieren prestado atención a mi informe, se podrían haber ahorrado varias de las dudas planteadas.


	Como se expresa en el informe de la Comisión, el Ejecutivo envió una indicación sustitutiva para resolver una duda planteada en la Comisión técnica sobre la constitucionalidad del texto aprobado por la Comisión de Relaciones Exteriores. El Presidente de la República, después de varios años -esto ya lo expresé-, envió un texto sustitutivo, que corresponde al estudiado por la Comisión de Hacienda. No obstante, también subsisten dudas en la Comisión de Hacienda en relación con el artículo 16, por cuanto si se entiende como una norma que define reajustabilidad, es perfectamente constitucional, pero introduce un grave problema de administración del arancel consular, que la ley precisamente pretendía resolver. En ese sentido, considero perfectamente posible que la Sala acuerde enviarlo nuevamente a la Comisión de Relaciones Exteriores.


	Sin embargo, quiero insistir en algo que ya señalé en mi informe: lo aprobado por las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda no se refiere a materias ni a ideas diferentes, sino que son dos formas distintas de legislar. Es cierto que se trata de textos diferentes, pero la idea matriz del proyecto es la misma, esto es, modificar el arancel consular a fin de ponerlo al día y definir un mecanismo que la Comisión de Relaciones Exteriores entienda como delegatorio de facultades al Presidente de la República, situación que se extendería sólo por un año. En el caso de la Comisión de Hacienda, el Gobierno propone definir una reajustabilidad, pero ella introduce problemas de administración.


	De manera que antes de despachar el proyecto, debemos resolver cómo mantener al día el arancel consular, sin necesidad de volver a legislar cada vez que se deba modificar determinado guarismo. En tal sentido -reitero-, las ideas son las mismas, pero su concreción es diferente.


	Así como se propone la alternativa de que antes de que el proyecto sea votado en la Sala se envíe a la Comisión de Relaciones Exteriores -no entiendo por qué debería volver a la de Hacienda-, otra igualmente válida es aprobar la idea de legislar y que la Comisión de Relaciones Exteriores, en el segundo informe, conozca el texto enviado por el Ejecutivo a la Comisión de Hacienda. Tal vez ese procedimiento ahorraría tiempo, no obstante considerar que el Ejecutivo no se siente apremiado en relación con la materia, por cuanto, como señalé, han pasado varios años de tramitación.


	Respecto de la consulta formulada por el Diputado señor Viera-Gallo, el Nº 5 del artículo 3º del proyecto, establece que, desde el punto de vista arancelario, lo único que corresponde a un cónsul frente al fallecimiento de un ciudadano chileno es tramitar gratuitamente su registro de defunción. Si debe realizar alguna actuación consular �-aunque lo mencioné en el informe, no he revisado con exactitud esta materia-, motivado por solicitud de un juez a raíz del fallecimiento de un ciudadano chileno, esa acción también es gratuita. Los costos de repatriación y el arancel consular son temas absolutamente distintos, y lo primero más bien se relaciona con los presupuestos de los consulados.


	En consecuencia -reitero-, en el caso del fallecimiento de un ciudadano chileno, la inscripción de la defunción es gratuita, y si el cónsul debe prestar algún servicio, como presentarse ante un juez para acopiar o certificar antecedentes respecto, por ejemplo, de la nacionalidad de un ciudadano chileno, ello también es gratuito. De manera que los costos de repatriación no tienen nada que ver con el arancel consular, sino con gastos notariales, de acreditación y legalización de documentación, en cuyo caso el cónsul actúa como notario o ministro de fe. Es una materia distinta del costo de la repatriación, que tendrá que ser resuelto entre el afectado y el Gobierno de Chile si los recursos así lo posibilitan. Pero, en materia legal propiamente tal, la actuación del cónsul, como ministro de fe y notario, es gratuita, en el caso que consultó el Diputado señor Viera-Gallo.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Viera-Gallo.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, es claro que hay una indicación sustitutiva del Ejecutivo. Curiosamente, contiene una disposición que considero inconstitucional por donde se la mire, porque si se aplicara, por ejemplo, al impuesto a la renta o al global complementario, no creo que la Cámara aceptara sus reajustes conforme al alza o baja del dólar por un decreto del Ministerio de Hacienda.





	El señor PALMA (don Andrés).- Pido una interrupción.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, por su intermedio, concedo una interrupción al Diputado señor Andrés Palma.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Andrés Palma.





	El señor PALMA (don Andrés).- Señor Presidente, los valores de las materias que señaló el colega Viera-Gallo son reajustables, porque están fijados en unidades tributarias mensuales. En el caso de que sean remesas del exterior en dólares, la conversión se hace al tipo de cambio vigente a la fecha en que corresponde declarar los tributos. Por lo tanto, todos los impuestos son reajustables, sólo que la ley dispone el mecanismo de reajustabilidad. 


	Sin embargo, tengo duda de si el artículo 16 establece sólo un mecanismo de reajustabilidad. Si así fuera, sería admisible y constitucional, pero produciría una situación engorrosa, porque cada vez que la paridad del peso con el dólar varíe en un 5 por ciento, tendría que modificarse el arancel y dictarse un decreto, lo que podría ocurrir muchas veces en un año.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Recupera la palabra el Diputado señor Viera-Gallo.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, entiendo que son cosas distintas. Una, es fijar un impuesto en una categoría o en un indicador que se va reajustando, como puede ser la unidad tributaria mensual, y otra, facultar a dos ministros para cambiar los derechos tributarios. No es mi especialidad, pero me parecen diferentes.


	En ese sentido, si se tratara de aplicar el artículo 16 al global complementario, al impuesto a la renta o a cualquier gravamen, la Cámara no podría aprobarlo, porque, en el fondo, sería entregar al Poder Ejecutivo -a dos ministros- la facultad propia del Poder Legislativo de ir variando los impuestos según ciertos indicadores.


	A esta altura, corresponde votar a favor de la idea de legislar, porque creo que todos estamos de acuerdo en esto, y encomendar a la Comisión de Relaciones Exteriores que estudie bien el artículo 16.


	Respecto al problema de los chilenos de escasos recursos, el artículo 14 no es suficiente para solucionarlo porque se refiere sólo a casos “relacionados con cesiones de medicamentos, enseres, vestuario, alimentos no perecibles, maquinaria y sus repuestos, instalaciones e instrumental destinados a instituciones de caridad, beneficencia o bien, público chileno”. El cónsul no puede liberar del pago de impuestos a chilenos con una situación económica muy desmedrada en el extranjero.


	Conozco bien de cerca la situación, tanto desde un lado del mesón como del otro, porque mi padre fue cónsul muchas veces. Estos representantes enfrentan situaciones sociales extremadamente graves en el extranjero. Es dramático cuando un chileno es forastero y se encuentra desvalido. Lo único que puede hacer es acudir a su consulado. Si el cónsul le dice: “Mire, usted tiene que pagar tal tasa y no puedo cambiarla”, no encontrará a nadie que lo pueda acoger. 


	En ese sentido, en primer lugar, pediría que el proyecto otorgue mayores facultades a los cónsules para liberar del pago del arancel a los chilenos menesterosos.


	En segundo lugar, reconozco que la repatriación de los restos de un chileno en el extranjero no es un problema de arancel, pero sería conveniente que los cónsules pudieran disponer de una cantidad determinada de dinero para ciertos casos de emergencia, que a veces son de salud y otras de muerte. Lo lógico sería que los cónsules dispusieran, por ley, de determinados fondos para ayudar a los chilenos de escasos recursos, sobre los cuales deberán dar cuenta y la Contraloría podrá intervenir para fiscalizar. Ante una emergencia, en el extranjero no existe un sistema expedito para resolver el problema.


	Propongo votar a favor la idea de legislar y que el proyecto vuelva a la Comisión respectiva, con la recomendación al Ejecutivo de no hacer indicaciones inconstitucionales.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- La Mesa comparte plenamente las dudas sobre constitucionalidad en cuanto a que se puedan delegar atribuciones en materia tributaria y, además, que no se entreguen al Presidente de la República; pero el tema deberá ser debatido en el curso del segundo informe.


	Tiene la palabra el Diputado señor Pizarro.





	El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como de la discusión se colige que hay acuerdo sobre las ideas matrices del proyecto, me parece bien la sugerencia del Diputado señor Andrés Palma -corroborada por el Diputado señor Viera-Gallo- de aprobarlas. En la práctica, se trata de autorizar nuevas actuaciones a los cónsules, surgidas con la realidad económica internacional que vive el país, y, por otro lado, de actualizar los montos para los derechos consulares. Sobre eso no hay oposición.


	La Comisión de Relaciones Exteriores no tuvo la posibilidad, a través del Ejecutivo o de la propia Comisión de Hacienda, de conocer la indicación sustitutiva, a pesar de que en su seno se plantearon inquietudes. Por eso, propongo aprobar en general el proyecto y que vuelva a ella para el estudio del artículo 16. Obviados los problemas de constitucionalidad planteados, volvería a la Sala.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Debemos tomar una decisión: o se devuelve el proyecto a la Comisión, según la petición del Diputado señor Ulloa, o se aprueba la idea de legislar.





	El señor ULLOA.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor ULLOA.- Señor Presidente, desde mi perspectiva, es poco prudente la votación general. Sin duda, hay disposición de todas las bancadas para votar a favor de la idea de legislar. Sin embargo, como ésta no está plasmada en textos concretos y claros, sino, al contrario, absolutamente distintos, no resulta prudente votar.


	Tampoco es bueno que la Comisión técnica -en este caso, la de Relaciones Exteriores- quede al margen de la discusión posterior de la indicación del Presidente de la República.


	Por eso, me parece conveniente que el proyecto vuelva a la Comisión técnica.


	No comparto muchos de los planteamientos del Diputado señor Viera-Gallo, pero su proposición respecto de la cantidad de recursos que debieran manejar los cónsules para ayudar en determinados casos a connacionales debiera ser considerada como una cuestión de procedimiento elemental y establecerse en el proyecto. Por esa razón, sería bueno no votar la idea de legislar hasta que el proyecto sea analizado nuevamente por la Comisión de Relaciones Exteriores, y perfeccionado hasta que tenga la aceptación de toda la Sala.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Raúl Urrutia.


	El señor URRUTIA (don Raúl).- Señor Presidente, como se ha señalado, es conveniente aprobar ahora la idea de legislar, porque luego el proyecto debe volver a la Comisión técnica para que ésta decida el texto definitivo que deberá someterse a conocimiento de la Sala. Pero la idea general es la misma.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En primer lugar, propongo que nos pronunciemos sobre la petición del Diputado señor Ulloa, en cuanto a si el proyecto debe volver a la Comisión antes de votar la idea de legislar.


	Tiene la palabra el Diputado señor Estévez.





	El señor ESTÉVEZ.- Señor Presidente, si hay indicación, se puede aprobar en general. Después, vuelve a la Comisión para que cumpla su trámite natural, que es ver el texto de las indicaciones formuladas. Por lo tanto, no veo cuál es el sentido de la petición.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En un comienzo se dijo que hay una indicación de Hacienda que fue aprobada en general y que, por lo tanto, de todas maneras debe volver a Comisión el proyecto para un segundo informe. Pero el Diputado señor Ulloa planteó otra cosa. Acogiéndose al Reglamento, solicitó que antes de que se pronunciara la Sala, la Comisión de Relaciones Exteriores emitiera un segundo informe, sugerencia sobre la cual debemos adoptar una decisión.


	Tiene la palabra el Diputado señor Ulloa.





	El señor ULLOA.- Señor Presidente, aquí estamos frente a un inconveniente mayor: que el texto aprobado por la Comisión técnica ha quedado completamente de lado, y no me parece bueno ni saludable que esto se consolide como práctica en la Sala. Por el contrario, siempre hemos sostenido que es importante el trámite de la Comisión de Hacienda en las materias que le competen, el cual no dice relación con la conformación completa del proyecto, porque, de lo contrario, estaríamos hablando de una supracomisión. Por eso, considero razonable que el proyecto vuelva a la Comisión técnica para un nuevo informe.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Aclaremos el planteamiento. Aquí hay dos posiciones, pero de todas maneras el proyecto debe volver a la Comisión.





	El señor ULLOA.- Por eso pido que no se vote ahora la idea de legislar.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Señor diputado, usted está pidiendo que se suspenda la tramitación del proyecto, pero eso es otra cosa, porque en ese caso, ni siquiera vuelve a Comisión.


	Tiene la palabra el Diputado señor �Dupré.





	El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, de las palabras del Diputado señor Ulloa se deduce que él estaría de acuerdo con aprobar la idea de legislar, pero desplazada en el tiempo. Eso no es incompatible con la propuesta en orden a votar ahora el proyecto en general y luego enviarlo a la Comisión de Relaciones Exteriores, para allí, en el segundo informe, pulir el texto que, en definitiva, aprobaremos en particular.


	Existe unanimidad respecto del tema de la idea de legislar. La situación planteada es que, por un lado, la Comisión de Relaciones Exteriores ha aprobado en particular un texto que delega facultades al Presidente de la República para los efectos de la fijación del arancel consular y, por otro, la Comisión de Hacienda ha establecido un mecanismo distinto, cual es proponer un texto muy reglamentado respecto del arancel consular. Entonces, podríamos aprobar la idea de legislar y hacer compatible lo que dice el Diputado señor Ulloa, sobre la base de que la Comisión técnica elabore un texto, ya sea el que ya propuso, o el de Hacienda, pero traer uno solo a la Sala para su aprobación en particular.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Estévez.





	El señor ESTÉVEZ.- Señor Presidente, para evitar malentendidos, quiero precisar lo siguiente. En la Comisión técnica hubo opinión unánime en cuanto a que el artículo 1º podría ser inconstitucional. Por tanto, lo que hizo la Comisión de Hacienda no contraviene en absoluto el sentido de la propuesta de la Comisión técnica, sino que trató de materializar la inquietud manifestada por ella. Por cierto, la manera de concretarla debe ser revisada por la Comisión de Relaciones Exteriores, lo que está fuera de toda discusión. Lo único que resta precisar es si eso lo haremos después de votar la idea de legislar. Eso es todo.


	Me parece prudente aprobarla y que luego la Comisión técnica revise el articulado, el cual no hace otra cosa que traducir lo que pidió, esto es, que no haya delegación de facultades, sino un articulado preciso.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- De acuerdo con el artículo 111, reglamentariamente procede aplazar la discusión general, con lo que el proyecto ni siquiera vuelve a la Comisión, sino que queda pendiente en la tabla.


	Como entiendo que ése no es el ánimo del Diputado señor Ulloa, solicito proceder en los términos propuestos por el Diputado señor Dupré.





	El señor ULLOA.- Perfecto. Votemos la idea de legislar.


	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En votación la idea de legislar.


	Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


	Aprobada.


	El proyecto vuelve a Comisión para su segundo informe.





	-Las indicaciones presentadas al proyecto de ley figuran en el Informe de la Comisión de Hacienda.








VI. PROYECTOS DE ACUERDO





EVALUACIÓN DEL SISTEMA DE REVISIÓN TÉCNICA DE LOS VEHÍCULOS MOTORIZADOS.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Está pendiente la votación del proyecto de acuerdo Nº 510.





	El señor MOREIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como es de su conocimiento, hace algunos instantes se ha producido no sé si una desinteligencia o una mala información con motivo de la presencia de destacados ciudadanos de las comunas de San Miguel, La Cisterna, El Bosque y San Bernardo, que han venido a escuchar a los señores diputados acerca de un proyecto de acuerdo que luego trataremos, relativo al ensanche de la Gran Avenida. Parece que en esta oportunidad se están aplicando, para ingresar a este edificios, normas de seguridad mucho más rigurosas que en otras ocasiones, porque a cada uno de los representantes de nuestras comunas se les están revisando sus pertenencias, especialmente las carteras de las damas.


	Por eso, solicito que, para solucionar esta situación, se suspenda la sesión por cinco minutos.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Si le parece a la Sala, trataremos el proyecto de acuerdo pendiente de votación, y luego suspenderemos la sesión por cinco minutos.


	Aclaro que la Mesa no ha dado ninguna orden particular respecto de lo señalado por el Diputado señor Moreira, sino que Seguridad procedió de acuerdo con las normas generales vigentes en la Corporación, pero el asunto está siendo subsanado, como sus Señorías lo saben.





	El señor CHADWICK.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor CHADWICK.- Señor Presidente, en relación con el proyecto de acuerdo, con las modificaciones introducidas para que no sea una Comisión investigadora, sino la de Obras Públicas y Transportes la que se aboque tanto al estudio de las materias propias de la revisión técnica como a las de seguridad, creo que podría haber acuerdo unánime de la Sala para aprobarlo.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- ¿Hay unanimidad de la Sala?





	El señor PALMA (don Andrés).- Que se vote.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En votación.


	-Durante la votación:





	El señor ORTIZ.- Señor Presidente, según la carpeta que se nos entregó, sigue vigente el proyecto de acuerdo antiguo. Por lo tanto, pido que se vuelva a leer el texto rectificado, ya que sólo en esas condiciones podría dar la unanimidad para que se apruebe. Además, en esa forma quedaría constancia en el boletín de sesiones respectivo.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Dupré.





	El señor DUPRÉ.- Señor Presidente, creo que el Diputado señor Ortiz tiene razón en lo que expresa y que la explicación del Diputado señor Chadwick requiere un pronunciamiento de la Mesa.


	Personalmente, sugerí la modificación del proyecto a algunos de sus autores �-diputados de distintas bancadas-, en orden a sacar el tema de la Comisión investigadora a fin de que la Comisión de Obras Públicas pudiera abocarse al estudio de la materia. Asimismo, era deseo de taxistas y colectiveros que la Comisión se transformara en una instancia de diálogo para recibir tanto las opiniones del Gobierno como las de ellos sobre el tema. Ésa es la intención. Sin embargo, es necesario que la Mesa informe sobre la sustitución del texto.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).-Recuerdo a su Señoría que ayer se leyó el proyecto de acuerdo en esos términos. No obstante, el señor Prosecretario dará lectura de nuevo a su parte resolutiva para que nos pronunciemos con claridad sobre él.





	El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- “Proyecto de acuerdo para que la Comisión de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones se aboque al estudio del sistema de revisión técnica de vehículos motorizados, evacuando en el plazo de 60 días un informe que contemple un diagnóstico sobre su impacto en materia de contaminación, seguridad vial, costo para los usuarios, concesión de las plantas revisoras y otras materias, sugiriendo aquellas medidas que estime pertinentes”.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Cantero.





	El señor CANTERO.- Señor Presidente, como está aclarado el punto, sugiero que se vote después de la suspensión, porque ahora hay dificultades de quórum 





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se suspende la sesión por cinco minutos.





	-Se suspendió la sesión.





	-Transcurrido el tiempo reglamentario:





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se reanuda la sesión.


	Recabo nuevamente la unanimidad de la Sala para aprobar el proyecto de acuerdo �Nº 510.





	-Hablan varios señores diputados a la vez.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- No hay acuerdo.


	En votación.





	-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 39 votos; por la negativa, 0 voto. Hubo 1 abstención.





	El señor VIERA-GALLO.- Señor Presidente, en el tablero electrónico figura votando el Presidente de la Corporación, que en este momento no está en la Sala.


	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se va a repetir la votación.





	-Repetida la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 45 votos. No hubo votos por la negativa ni abstenciones.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Aprobado el proyecto de acuerdo.





	-Votaron por la afirmativa los siguientes señores Diputados:


	Aguiló, Allamand, Arancibia, Aylwin (doña Mariana), Balbontín, Bayo, Cantero, Cardemil, Ceroni, Cornejo, Cristi (doña �María Angélica), Chadwick, Dupré, Elgueta, Estévez, Gajardo, Galilea, García (don José), Matthei (doña Evelyn), Montes, Morales, Moreira, Munizaga, Ortiz, Palma (don �Joaquín), Pérez (don Aníbal), Pérez (don Víctor), Pizarro, Pollarolo (doña Fanny), �Prokuriça, Reyes, Rocha, Seguel, Silva, �Soria, Tohá, Tuma, Ulloa, Urrutia (don �Raúl), Valenzuela, Vargas, Viera-Gallo, �Villegas, Villouta y Wörner (doña Martita).





ENSANCHE DE LA “GRAN AVENIDA JOSÉ MIGUEL CARRERA”.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo Nº 511.


	Solicito el acuerdo unánime de la Sala para que puedan intervenir todos los Diputados inscritos, que son los señores Seguel, Moreira, Estévez y Allamand.





	El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo el espíritu de quienes quieren hacer uso de la palabra para expresar su opinión respecto de un tema que inquieta a los habitantes de distintas comunas de Santiago. Sin embargo, este asunto está planteado en un proyecto de acuerdo, que debe someterse a un tratamiento. Ahora, para alterar dicho tratamiento debemos suspender, por unanimidad, la aplicación del Reglamento de la Cámara.


	Entonces, pido que seamos más concretos y que se recabe el acuerdo de la Sala, a fin de destinar 10, 15 ó 20 minutos de la hora de Incidentes para que cada diputado exprese su punto de vista respecto de este tema específico. En realidad, el proyecto de acuerdo no corresponde. Para dirigir un oficio a un ministro no es necesario recurrir a un proyecto, puesto que cada parlamentario puede pedirlo en uso de sus facultades.


	Entonces, como entiendo que aquí se quiere plantear un tema que preocupa a determinados sectores de Santiago, prefiero que, para tal efecto, se destine tiempo de la hora de Incidentes, a fin de no torcer total y absolutamente el espíritu del Reglamento de la Corporación. En otras materias que son extraordinariamente delicadas o conflictivas, lo único que ordena la discusión es el Reglamento, y el precedente que se puede sentar aquí no me parece el más adecuado.


	Por lo tanto, daría la unanimidad, pero para una fórmula completamente distinta de la planteada.





	El señor ESTÉVEZ.- Pido la palabra sobre un punto de Reglamento.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor ESTÉVEZ.- Señor Presidente, lo que ocurre es que esta materia ha sido tratada por la Cámara, de algún modo, de manera institucional. Los vecinos concurrieron a la Comisión de Derechos Humanos, que los recibió, y este proyecto de acuerdo es producto de ese trabajo, que es unánime.


	Por lo tanto, me parece natural -como se ha hecho muchas veces-, que el debate refleje las opiniones de las distintas personas que respaldan el proyecto, aunque nuestro Reglamento no lo permita. Por lo demás, es algo que ha sucedido muchas veces.


	Por eso, como una manera de respaldar el trabajo ordenado llevado a cabo por la Comisión de Derechos Humanos, a la cual concurrió la gente a presenciar el debate, y en atención a que existe un texto consensuado del proyecto de acuerdo, pido, por su intermedio, al Diputado señor Pizarro que reconsidere su posición y que dé la unanimidad para proceder de la manera propuesta que, por lo demás, hemos aplicado en forma muy frecuente.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Ortiz.





	El señor ORTIZ.- Señor Presidente, una de las funciones vitales del Poder Legislativo es estar presente en problemas reales y efectivos. A pesar de ser de Concepción, me doy cuenta de que éste es un tema que incide fundamentalmente en la vida de los ciudadanos que habitan en algunas comunas de la Región Metropolitana.


	Por lo tanto, solicito a los colegas que den la unanimidad para que durante el tiempo de los proyectos de acuerdo restante sólo se discuta este tema, haciendo especial hincapié y dejando constancia en la versión oficial que se trata de un caso excepcional y muy pertinente -después de haber escuchado los distintos argumentos-, puesto que los vecinos de esas comunas fueron escuchados por una comisión permanente de esta Corporación.


	He dicho.


	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Restan 17 minutos del tiempo de los proyectos de acuerdo.


	Tiene la palabra el Diputado señor Bayo.





	El señor BAYO.- Señor Presidente, sólo para precisar algo.


	Lo que acaba de proponer el Diputado señor Ortiz no implica infringir el Reglamento ni requiere unanimidad y, por lo tanto, desde nuestro punto de vista, sería factible. Lo que no podría aceptar es que se alteren los tiempos y que se destine parte del de Incidentes a debatir un tema como éste, porque igual o mayor importancia tiene el siguiente proyecto de acuerdo, que dice relación con el sida. A la hora de cuantificar cuál problema es más importante, por la vía de minimizar el tiempo de Incidentes podríamos estar restando la posibilidad de referirnos a temas tan importantes como éste.


	Por lo tanto, doy el acuerdo para que el tiempo restante de los proyectos de acuerdo se destine a debatir el proyecto de acuerdo Nº 511.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Solicito el acuerdo unánime de la Sala para que hablen a favor del proyecto de acuerdo los Diputados señores Seguel, �Moreira, Estévez y Allamand.


	Acordado.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- El señor Prosecretario dará lectura al proyecto de acuerdo.





	El señor ÁLVAREZ (Prosecretario accidental).- Proyecto de acuerdo Nº 511, de los señores Villegas, Seguel. Ojeda, Aylwin, don Andrés; Naranjo, Taladriz, Villouta, Morales, Cantero, Moreira, Paya, Karelovic, Álvarez-Salamanca, Soria, �Hamuy, Valcarce, Huenchumilla, García-Huidobro y Estévez.


	“Considerando:


1º	La inminencia de que se lleve a cabo, en un plazo relativamente breve, el proyecto de ensanche de la “Gran Avenida José Miguel Carrera”, de la ciudad de Santiago, en el tramo que pasa por las comunas de San Miguel, La Cisterna, El Bosque y San Bernardo.


2º	Que existe honda preocupación entre los vecinos de las referidas comunas por la falta de información y de participación de los afectados, especialmente de los que podrían ser expropiados y, en general, de los habitantes del sector, por la incertidumbre y angustia que dicho proyecto les causa.


3º	Que tampoco las municipalidades respectivas tienen una información completa del mencionado proyecto, puesto que han continuado dando certificados de inexpropiabilidad y permisos de edificación, con grave perjuicio para los interesados, en caso de llevarse a cabo el proyecto de ensanche.


4º	Que las personas involucradas en las eventuales expropiaciones tienen derecho a ser oportuna, veraz y completamente informadas, por cuanto este proyecto afectaría muchos de sus derechos, como el derecho de opinión, a la salud, al trabajo y a la propiedad.


5º	Que los eventuales expropiados serían del orden de los 1.200 y con sus familias triplicarían o cuadruplicarían ese número.


6º	Que, sin perjuicio de lo anterior, significativos sectores residentes en las comunas de San Miguel, La Cisterna, El Bosque y San Bernardo sufrirían los efectos de ese proyecto, el que, como consecuencia de su realización, destruiría cientos y cientos de lugares de trabajo y dejaría en la cesantía y desprotección a miles de trabajadores y sus familias, los que ni siquiera tendrían la seguridad de recibir indemnización por años de servicio, por cuanto, por terminarse la fuente productiva por fuerza mayor, por acto irresistible de la autoridad, en rigor perderían ese derecho.


	Por tanto,


	Sometemos a la consideración de la honorable Cámara de Diputados el siguiente:


	Proyecto de acuerdo:


	Dirigir oficio al señor Ministro de Vivienda y Urbanismo, para solicitarle que se abra un diálogo de participación con los habitantes de las Comunas de San Miguel, La Cisterna, El Bosque y San Bernardo, con el objeto de considerar todos los problemas que involucra la eventual ejecución del proyecto de ensanche de la Gran Avenida José Miguel Carrera, de la ciudad de Santiago.”





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Para apoyar el proyecto de acuerdo, tiene la palabra el Diputado señor Seguel.





	El señor SEGUEL.- Señor Presidente, a petición del Diputado señor Moreira, la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados recibió, hace algunas semanas, al Comité de Defensa de la Gran Avenida. Tuve la oportunidad de participar en esa reunión, y al escuchar los diversos planteamientos -que yo conocía, pero no la Comisión- sus miembros se sensibilizaron ante el tema planteado por los dirigentes de ese Comité.


	En dicha reunión propuse este proyecto de acuerdo, que fue aprobado en forma unánime por la Comisión. Asimismo, informé a los dirigentes del Comité los pasos que estábamos dando al respecto, les hice llegar un fax del proyecto de acuerdo, que fue analizado, estudiado y respaldado por ellos, y las cuatro comunas afectadas apoyaron la posición de la Cámara de Diputados. 


	Junto con eso, intervine por segunda vez en la Cámara, haciéndome parte de la opinión del Comité dando lectura a las 15 páginas del respectivo documento. Hoy, nuevamente alzo mi voz para pedir hablar por ellos, porque también soy habitante de la comuna de San Miguel. Las personas que hoy nos acompañan en las tribunas viven allí y están siendo afectadas por un proyecto del Gobierno: el proyecto de ensanche de la Gran Avenida. 


	Dicho Comité, junto a su gente, ha pedido de todas las formas posibles; incluso han suplicado a las autoridades discutir el proyecto, con el objeto de llegar a un acuerdo. Ellos no están pidiendo terminar con el progreso y el crecimiento de la ciudad. Lo único que desean -y ahora lo hacemos nosotros- es ser escuchados, respetados y que su sistema de vida no sea brutalmente cambiado. Están solicitando que el comercio de la Gran Avenida no se termine de la noche a la mañana, que se realicen otros estudios y que se abran las puertas al diálogo.


	Personalmente, me ha llamado profundamente la atención que el Serviu metropolitano no haya tenido la voluntad necesaria para escuchar a la gente. Ese Comité, que representa a miles de personas de la Gran Avenida, en reuniones en La Cisterna y San Miguel le han suplicado al señor Guerra que los escuche. No se trata de cualquier persona. La gente de la Gran Avenida es la expresión de lo que es el país; es la clase media de Chile que quiere ser oída, no ser pasada a llevar ni atropellada.


	En nombre de ellos, de la gente de San Miguel, que represento en el Parlamento, alzo la voz para pedir a mi Gobierno y al Ministerio de Vivienda que escuchen los planteamientos del Comité de Defensa, que lleguemos a un acuerdo conjunto, en el cual los parlamentarios también participemos, y que no se rompa de una plumada lo que tantas veces dijimos en otros tiempos: a la gente hay que escucharla y sus problemas deben ser solucionados en conjunto.


	Por eso, he presentado y respaldado este proyecto de acuerdo que ha contado con la unanimidad de los parlamentarios.


	En nombre de toda la gente de la Gran Avenida, San Miguel, La Cisterna y El Bosque, pido al Gobierno que la escuche.


	He dicho.





	-Aplausos en las tribunas.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tengo el deber de expresar a las tribunas que están prohibidas las manifestaciones de aprobación o de rechazo a las palabras de los señores diputados.


	Tiene la palabra el Diputado señor �Moreira.





	El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como usted puede apreciar, aquí hay alegría, lucha y objetivos comunes. Distinta fue la situación cuando ellos llegaron a este lugar -se supone-, la cuna de la democracia, porque aquí está la expresión del pueblo a través de sus representantes, y por una desinteligencia -creo-, no los dejaron ingresar. 


	Finalmente, señor Presidente, su Señoría, Diputado del Partido Socialista, solucionó este “impasse”. 


	En verdad, en el último tiempo, hemos escuchado algunos conceptos sobre democracia, participación, respeto, y lo único que hemos visto, en el tema del ensanche de la Gran Avenida, ha sido un atropello a la dignidad. Todo ser humano tiene derecho a expresarse, a luchar por objetivos comunes, a realizarse, y sobre esa base, en el país, los mismos que, en el pasado, criticaron a los Chicago boys, hoy aprendieron de ellos y se convirtieron en “sectra boys” o “serviu �boys”, quienes, con una actitud soberbia, pretenden imponer a la gente un proyecto que, a nuestro juicio, es inadecuado, porque no se la ha escuchado, ni se han considerado otras opciones técnicas. Ha habido un doble estándar en esta materia.


	Vemos cómo en la comuna de Providencia se pregunta a la gente, a través de un plebiscito, qué desean y cómo realizar sus obras; en cambio, aquí, se les impone. Es decir, tenemos chilenos de primera y segunda categoría. En más de una oportunidad, algunos me criticaron cuando dije que había dos Chiles distintos: uno, de la plaza Italia para arriba, y otro, hacia abajo. Hoy, lo estamos comprobando.


	Aquí hay desesperación por pérdida de trabajo, por esperanza de encontrar una posibilidad de reconvertirse en algún lugar, porque no la hay. 


	Por eso, cuando hablamos de expropiación, no se trata de una transacción o de un pago más, sino del daño que le estamos provocando a más de 10 mil personas y a su entorno, porque con este tipo de obras lo que se logra es perder la identidad de ciudad y de comuna.


	Si bien es cierto que podrá haber aspectos técnicos que se pueden considerar, hay otros que no; pero lo fundamental es que aquí no ha habido interés real, sino la imposición de un proyecto que ataca a la gente, a la que se dice defender. Al contrario, más de 10 mil personas quedarán sin empleo; hay un entorno comunitario que también será privado de un comercio establecido por más de 50 años.


	No se escucha a la gente, se le recibe en forma prepotente, no se le da esperanza; se les ahoga. No se trata de que haya un conflicto producto de la desesperación, sino de que la gente saldrá a luchar por lo que cree justo. Cuando a uno le matan algo o pierde su trabajo, nace esa desesperación y esa voluntad de lucha. Por eso, no es responsabilidad de esta Cámara buscar una solución real a este problema, sino del Gobierno y de la autoridad técnica respectiva. 


	Tenemos un compromiso con los Diputados señores Allamand, Estévez, Seguel, Paya, Bombal y quien habla de no politizar este tema técnico, porque es netamente serio, y la gente desea una solución.


	Por último, quiero decir que el amor sin voluntad de lucha jamás logra sus objetivos. Por eso, estimados amigos del comité de expropiación, hay que perseverar.


	He dicho.





	-Aplausos en las tribunas.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Jaime Estévez.





	El señor ESTÉVEZ.- Señor Presidente, sin duda, toda modernización urbana crea, junto a sus beneficios, daños y perjuicios a quienes les afecta, lo que crea una natural resistencia y, quizás, tienda a darse en la opinión pública o en algunos colegas, una cierta mirada como comprensiva a lo que estamos haciendo, diciendo: “Bueno, la gente protesta y los diputados acogen esto de una forma relativamente demagógica”. Pero no es el caso, pues muchas veces, la modernización y las expropiaciones son convenientes y necesarias. Las he respaldado y lo voy a seguir haciendo cuando eso implica cambios positivos reales para la población.


	Estamos frente a un proyecto concreto que encontramos malo y deficiente: el que presentó Sectra para la Gran Avenida. Por eso, al rechazar este proyecto y adherirme a la conclusión de la Comisión de Derechos Humanos y al texto que se nos ha presentado reclamando un diálogo efectivo y real en esta materia, lo hago en defensa de un concepto de la ciudad.


	Lo que aquí se nos ha presentado es un proyecto hecho por la Secretaría de Transportes destinado a acelerar el paso de vehículos entre la comuna de El Bosque y la Alameda de Santiago. Responde a un problema real de miles de personas que, teniendo que trasladarse entre El Bosque, San Bernardo y la Alameda o viceversa, gastan, a lo mejor, una, dos o tres horas al día, y la proyección que tenemos a futuro es que cada vez perderán más tiempo viajando. Lo que se ha hecho es una fórmula para hacerlo expedito.


	Sin embargo, el objeto central de la política urbana debería ser no que la gente viaje más rápido, sino menos. De lo que se trata es de crear subcentros urbanos, que tengan vida suficiente para que la gente no tenga que venir de El Bosque a la Alameda, sino que en sus subcentros -cuesta crearlos- encuentre la escuela, el consultorio, el comercio y la actividad, y disminuyamos el número de viajes que se producen en la ciudad.


	Ése es el fondo del problema, una política de ciudad.


	Como Diputado de Puente Alto y La Pintana he participado en el esfuerzo por hacer, por ejemplo, subcentros urbanos y resulta difícil hacerlo, porque naturalmente el mercado no lo crea cuando no hay ciertas condiciones. La Gran Avenida, San Miguel y La Cisterna son centros urbanos existentes, de larga tradición, llenos de colegios, de establecimientos médicos y de comercio. Para quien alguna vez ha recorrido la Gran Avenida, la sola idea de expropiar 10, 15 ó 20 metros desde el paradero 3 hasta El Bosque, es destruir todo lo que es la vida de la comuna. En algunos municipios se nos ha planteado que no habría problema para el trabajo, porque se crearían dos malls en las esquinas, pero no son una réplica de ciudad, sino la destrucción de ella. Por eso, se ha propuesto una idea alternativa que es construir, por ejemplo, lo que se ha dado en denominar una “Nueva Providencia” �-preferimos decirle así y no 11 de Septiembre como se llama hasta ahora-, un poco para tomar como muestra una intervención urbana positiva hecha en otro lado de la ciudad.


	Si miramos lo que es hoy la Avenida Kennedy, veremos que ese tipo de intervención urbana mata lo que está a su lado. No hay vida, comuna, barrio ni integración. Si miramos lo que ocurrió cuando se construyó el paso bajo nivel en San Diego, en la Alameda, veremos que murieron las cinco o seis primeras cuadras de esa calle. Queremos evitar que una errónea intervención urbana produzca eso.


	Tenemos una buena noticia. Desde que se presentó el proyecto hasta hoy, el Ministro de Vivienda y Urbanismo se ha abierto al diálogo -ya se ha iniciado el reconocimiento formal de las directivas de los comités que han tenido sus primeras reuniones en ese ministerio y en el Serviu- y el proyecto de Sectra será modificado.


	Felicito a los vecinos, porque, con su capacidad de reaccionar y de organizarse, se han hecho escuchar. Estoy seguro de que con el apoyo de la Cámara de Diputados este diálogo será muy fecundo y, quizás, tengamos mejor movilización. En todo caso, tendremos mejor barrio y más ciudad. Por eso respaldamos el proyecto.


	He dicho. 





	-Aplausos en las tribunas.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Allamand.





	El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tengo la impresión -en complemento de lo señalado por los diputados que me antecedieron en el uso de la palabra- de que estamos frente a un problema grave que, a su turno, se relaciona con tres elementos: transparencia, procedimientos e injusticia.


	El problema de transparencia tiene que ver, básicamente, con la forma en que un proyecto tan importante como éste surge y se presenta a la opinión pública, porque quienes hemos seguido esta situación sabemos que surge a través de una filtración periodística, de manera imprevista, a principios de este año, donde la señal que da la autoridad a los vecinos es que hay un proyecto finiquitado, que se llevará adelante contra viento y marea. Esto cambia posteriormente, en vista de la reacción que se ha producido, pero, en verdad, si uno revisa los antecedentes, tiene que prestarle mucha preocupación.


	De pronto, algunos alcaldes de las comunas involucradas que eran contrarios a este proyecto, abruptamente cambian a su favor y en declaraciones de prensa dicen, por ejemplo, que han hablado con las autoridades y que se disminuirá el número de expropiaciones. Entonces, la gente se pregunta con razón: ¿Qué seriedad hay detrás de este proyecto como para que en una simple conversación entre cuatro paredes se decida una disminución -y ¿por qué no pensarlo al revés?- o un aumento de expropiaciones. Hay aquí un problema de información y de transparencia.


	Más aún, hasta hoy no existe un proyecto claro y definido que permita abrir un debate, porque la autoridad se escuda en que se trata de un proyecto en evolución y estudio. Sin duda, eso coloca a la gente que está en su contra en una posición de indefensión.


	En segundo lugar, hay un problema de evidente vacío institucional, sobre el cual la Cámara tendrá que volver más adelante. Actualmente, para hacer una modificación mínima de un plano regulador de una comuna, hay que seguir todo un procedimiento participativo y, para cambiar la fisonomía a cuatro comunas, en la forma que se ha expresado, la autoridad pretende que lo puede hacer por sí y ante sí. Eso, simplemente, es absurdo.


	Más aún, en la Gran Avenida, algunos vecinos han realizado inversiones en el último tiempo, previa obtención de certificados de inexpropiabilidad, tanto de la municipalidad como del Serviu. Sin embargo, hoy, cuando están a punto de recibir la recepción final, la misma autoridad se la pasa con una mano y, con la otra, les notifica que serán expropiados. Ésa es una falta de respeto total y alguien debería asumir una responsabilidad política en este asunto.


	Por último, hay un problema de injusticia. Se puede argumentar a favor o en contra de un proyecto que todavía no ha sido bien definido, pero sostener, como se hace en los medios de comunicación y como sibilinamente lo informan las autoridades de Gobierno, que el grupo de defensa de la Gran Avenida está en contra del progreso, es una injusticia, porque la gente que está en este comité refleja y representa el progreso, el empuje y el ánimo innovador de comunas que son muy importantes. Se les puede formular cualquier crítica, pero ésa no deberían hacérsela.


	Por último, solicito la venia de la Sala, y de quienes han participado en este proyecto de acuerdo, para incluir en el respectivo oficio estas intervenciones. En todo caso, creo que debemos complementarlo. Aquí se está hablando de llevar a cabo un diálogo y, como señalaba el Diputado señor Estévez, en parte se ha conseguido. Pero quiero manifestar mi temor de que sólo sea de fachada y no resuelva verdaderamente los problemas planteados.


	Sugiero pedir al Gobierno que este diálogo abarque tres cuestiones muy claras y concretas. 


	En primer lugar, que fije una fecha para comunicar a la opinión pública, a las municipalidades y al Comité de Defensa cuál es el proyecto definitivo para la Gran Avenida. Mientras no exista un plazo, este asunto seguirá siendo una nebulosa. 


	En segundo lugar, debe haber un espacio para el debate.


	Y, finalmente, debe existir también un plazo para la decisión del Gobierno. 


	Ésta es mi petición concreta. Un diálogo así estructurado, puede ser útil para que no se lleve adelante un proyecto que -al menos en la forma en que aparece- es profundamente negativo para las cuatro comunas y para toda la zona sur de la ciudad.


	He dicho.





	-Aplausos en las tribunas.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Cerrado el debate.


	Si le parece a la Sala, el proyecto se aprobará por unanimidad.


	Aprobado.





	-Aplausos en las tribunas.





	El señor ULLOA.- Pido la palabra.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra su Señoría.





	El señor ULLOA.- Señor Presidente, solicito que no sólo se apruebe el proyecto en los términos señalados, sino que, además, se envíe al Gobierno la transcripción de las expresiones aquí vertidas por los señores diputados, pues ellas dicen bastante más que su texto.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Así se acordó, señor diputado.








VII. INCIDENTES





PROPOSICIONES Y MEDIDAS PARA LA SUPERACIÓN DE LA POBREZA.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En el turno del Comité del Partido Demócrata Cristiano, tiene la palabra el Diputado señor Víctor Reyes.


	El señor REYES.- Señor Presidente, en el último tiempo, diversas instituciones, centros de investigación y medios de prensa han dado cuenta de la brecha creciente que se registra en nuestra sociedad entre los sectores de más altos ingresos y los más pobres.


	Con motivo de dicha constatación, y en el marco de la celebración del Día Internacional del Trabajo, la bancada de diputados de la Democracia Cristiana ha hecho públicas algunas proposiciones que, desde nuestra perspectiva, contribuirían en el avance de la superación de una situación tan injusta.


	En primer lugar, señalamos nuestro acuerdo con la idea de estudiar una modificación al sistema de cálculos del ingreso mínimo, con el cual viven -o más bien sobreviven- más de 600 mil trabajadores en el país con sus respectivas familias, y lograr establecer un mecanismo más justo que permita fijar mínimos indispensables al grupo familiar, que necesita atender sus necesidades básicas y vivir en condiciones de mayor dignidad.


	Queremos dejar constancia de que no compartimos la opinión de algunas organizaciones empresariales, cuyos dirigentes máximos han señalado que ningún trabajador de sus empresas afiliadas percibe ingreso mínimo. 


	Al respecto, sólo bastaría con examinar las planillas de salarios de empresas forestales o pesqueras para desmentir dicha afirmación y demostrar, por el contrario, que son miles los trabajadores que tienen ese ingreso.


	En segundo lugar, hemos insistido en la necesidad de procurar un efectivo mejoramiento en la calidad de los empleos, lo que no sólo requiere aumentar los ingresos, sino también que los trabajadores gocen de mayor estabilidad en sus ocupaciones, tengan condiciones aceptables de higiene y seguridad industrial, puedan organizar libremente sus sindicatos y negociar colectivamente en forma adecuada, tengan acceso efectivo a la posibilidad de información, capacitación y perfeccionamiento que hoy existe, pero que las empresas no utilizan en su integridad, afectando con ello a quienes dependen de los empleos que proporcionan.


	Sabido es que hoy la productividad está íntimamente vinculada a la incorporación del conocimiento y la tecnología, por lo cual sería muy deseable que se perfeccionen los mecanismos de incentivos a la capacitación, que los empresarios se abran a la misma y que los propios trabajadores hagan efectivas las oportunidades para su propio perfeccionamiento.


	En tercer lugar, hemos planteado la necesidad de avanzar en el mejoramiento de nuestra legislación laboral, cuya reforma se encuentra desde hace largo tiempo pendiente en el Senado de la República por la oposición sistemática de los sectores de Derecha, sin duda influenciados por los grupos empresariales que rechazan cualquier cambio y que quisieran que todo quedara entregado a las leyes del mercado, con todas sus cargas de injusticia y crueldad.


	Para hacer posible los planteamientos expuestos, son indispensables la voluntad política y los consensos mínimos que permitan avanzar en las líneas señaladas que apuntan a convertir en hechos concretos los anhelos de justicia social que han impulsado las luchas obreras y sindicales a lo largo de la historia y que los democratacristianos hacemos propias.


	Nuestro mejor homenaje al 1º de Mayo, Día Internacional del Trabajo, es poder hacer realidad algunas de las propuestas que hemos mencionado.


	He dicho.





AUMENTO DE APORTES A LOS SISTEMAS DE SALUD DE NUEVAS COMUNAS DE CONCEPCIÓN. Oficios.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor José Miguel Ortiz.


	El señor ORTIZ.- Señor Presidente, aprovecho la oportunidad de informar que en tribunas se encuentra una delegación del colegio Salesianos de Concepción, institución que ha formado generaciones de jóvenes para el desarrollo no sólo de esa ciudad, sino también de la provincia y la región.


	Señor Presidente, en Incidentes de una sesión del mes de marzo recién pasado, di a conocer la preocupante situación que afectaba al sistema de salud municipal en la recién creada comuna de Chiguayante. Expresé que era preciso que el Ejecutivo enviara un proyecto de ley al Congreso, con el objeto de regular el traspaso de las comunas madres a las siete que se crearon durante los años 1995 y 1996 de los sistemas de educación y salud.


	Para tal efecto, hace 15 días ingresó con calificación de “discusión inmediata” a la Oficina de Partes de nuestra Cámara el proyecto de ley que satisfacía la petición planteada en el mes de marzo. Hago un reconocimiento al Gobierno por haber accedido a mi petición. 


	Sin embargo, en el día de ayer me llegó la respuesta del Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo a la solicitud formulada en esa ocasión, en cuanto a aumentar el presupuesto o ingreso per cápita para financiar el sistema de salud en la recién creada comuna de Chiguayante.


	Él considera que debe tomarse en cuenta el aporte que hace el Fondo Común Municipal, que asciende a 101 millones de pesos, porque a través de esa vía se podría susbsanar la situación deficitaria del sector salud.


	Entiendo al Subsecretario de Desarrollo Regional, señor Marcelo Schilling, porque desde el 18 de abril, fecha en que respondió mi oficio de marzo, hasta ahora han transcurrido doce días, período en el cual pasan muchas cosas.


	Precisamente, la semana antepasada en la Comisión de Hacienda y en la de Educación solicité que se invitara a los siete alcaldes de las comunas recién creadas y también a los de las comunas madres, para que nos dieran a conocer, con documentación sustentable, la realidad de esos municipios que están funcionando desde hace cuatro meses.


	En esa sesión de la Comisión de Hacienda, que se realizó aquí en el hemiciclo, quedó claro que en las siete comunas -que desean que por ley se les traspasen definitivamente los servicios de salud y de educación con los ingresos actuales- el sistema de educación, a través de la unidad de subvención educacional, estaba absolutamente financiado. El problema era del sector salud, no sólo en Chiguayante -la cual me honro en representar-, sino que también en la de Padre Las Casas y San Rafael.


	Para tal efecto, en la semana distrital pasada tuve reuniones de trabajo, sin darlas a conocer a los medios de comunicación, con el director y subdirector de Salud de Concepción, de quienes todavía dependen Chiguayante y San Pedro en esa área, oportunidad en que me entregaron una carpeta completa de antecedentes respecto de la dotación de los establecimientos de salud municipales de Chiguayante, que hoy asciende a un total de 153 funcionarios.


	Por otro lado, contiene las categorías, según el estatuto vigente, el convenio con la Asociación Municipal, el presupuesto consolidado mensual y el presupuesto detallado anual, el análisis financiero de la comuna de Chiguayante, el informe y la distribución per cápita general por comuna, el gasto de farmacia entre junio y agosto de 1996, cuando no estaba en funcionamiento la nueva municipalidad de Chiguayante, el gasto de farmacia entre enero y marzo de 1997, para saber la realidad de la nueva comuna, como las alternativas de solución.


	Esta carpeta fue distribuida entre los señores diputados que integran la Comisión de Hacienda de la Corporación.


	Esperamos que el proyecto sea tratado el próximo martes en la Comisión de Hacienda, a fin de que el Ejecutivo acceda, en forma real y efectiva, a aumentar los ingresos para los establecimientos de salud de Chiguayante.


	Tengo claro, después de haberme entrevistado con todos los personeros de salud de Concepción y Chiguayante que en este instante el déficit de la salud de Chiguayante no es un problema de ineficiencia administrativa. Además, si queremos hacer realidad las actuales políticas de salud, que apuntan a la descentralización, a la equidad y a la participación social, no caben otras alternativas que las de allegar más recursos a ese sector.


	Creemos que, en lo inmediato, el nivel central debe entregar aportes extraordinarios hasta que la nueva comuna normalice su situación y genere sus propios ingresos.


	Como solución definitiva, habría que intentar, en primer lugar, readecuar los actuales mecanismos de financiamiento de la salud municipal reajustando el per cápita sobre la base de un cálculo real y actualizado, la canasta básica de prestaciones y las condiciones sociales de riesgo de cada sector.


	En segundo lugar, entregar a los nuevos programas ministeriales, ya sea al Sapu, al IRA, al de Salud Mental, al Programa de Adolescentes, de Adulto Mayor y a otros, un financiamiento adecuado para operacionalizarlos, ya que actualmente se deben asumir sin financiamiento o con uno muy por debajo del requerido.


	En tercer lugar, financiar desde el nivel central parte de la carrera funcionaria establecida en la ley Nº 19.378, que ha obligado a los municipios a hacer importantes aportes adicionales, los que seguirán aumentando. 


	Por las razones expuestas, solicito el envío de los siguientes oficios:


	Al Ministro de Hacienda, para reiterarle la necesidad de un aporte extraordinario, al menos hasta el 31 de diciembre de 1997, para financiar la salud municipal de las nuevas comunas cuando presenten déficit. En el caso específico de la de Chiguayante, el aporte no debe ser inferior a 19 millones de pesos, que sería el déficit mensual, según el análisis presupuestario oficial.


	Al Ministro de Salud, para que se haga un nuevo esfuerzo con el fin de aumentar el ingreso per cápita, en especial para Chiguayante, con el objeto de que se financie definitivamente el déficit existente.


	Al Subsecretario de Desarrollo Regional, quien ha participado en todas las reuniones de Hacienda sobre este proyecto de ley, a fin de que acceda a una solicitud del Diputado señor José García y de quien habla, apoyada por todos los miembros de la Comisión de Hacienda, con el objeto de que el Ejecutivo patrocine la indicación de aumento presupuestario, al menos para Chiguayante, Padre Las Casas y San Rafael.


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, a los cuales se acompañará el texto de su intervención.





PARALIZACIÓN DE OBRAS DE ENSANCHE DE CALLE LOS CARRERAS, DE CONCEPCIÓN. Oficio.





	El señor ORTIZ.- Por último, señor Presidente, solicito que se oficie al Ministro de Vivienda para que informe si es efectivo que se estaría paralizando la ejecución del proyecto de ensanche de la calle “Los Carreras”, que significa una inversión de 4.620 millones de pesos y que habría un impasse con dos empresas telefónicas, que optaron por retirarse del poliducto, lo cual retrasa el desarrollo de esta importante obra urbana.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.





�FELICITACIÓN A FUNICONARIA DE CARABINEROS HERIDA EN ACTO DE SERVICIO. Oficio.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor �Villouta.





	El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, hace muy pocos días, y casi coincidiendo con el aniversario del Cuerpo de Carabineros de Chile, tuvimos oportunidad de conocer la valiente acción de la funcionaria de Carabineros señora Wendy Pérez Duarte, de apenas 23 años, casada y madre de un hijo, quien tuvo la valentía de disparar a unos asaltantes en la esquina de Vicuña Mackenna con Camino Agrícola. En este hecho, no sólo es digno de destacar, una vez más, la rapidez y eficiencia de quienes integran el cuerpo de Carabineros para cuidar la vida e intereses de los habitantes de nuestro país, sino también el arrojo y la audacia de esta funcionaria, que -reitero-, a pesar de su juventud, de estar casada y de sobrellevar la responsabilidad de un hijo, no tuvo ningún temor en actuar como correspondía, incluso corriendo el riesgo de perder la vida, por cuanto el asaltante al que se vio enfrentada portaba un revólver que utilizó en su contra, hiriéndola, afortunadamente, sólo en una pierna.


	Por lo anterior, solicito que, en mi nombre, se oficie al señor General Director de Carabineros, don Fernando Cordero, a fin de que se felicite a esa funcionaria por esta acción y se tomen las medidas pertinentes con el objeto de que sea anotada en su hoja de vida.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría.





�PROGRAMA DE REGULARIZACIÓN DE TÍTULOS DE DOMINIO.





	El señor VILLOUTA.- Señor Presidente, por otra parte, quiero referirme brevemente a una importante medida llevada a cabo en diversas comunas de la provincia que represento, como también en otras a lo largo del país, como es la regularización de títulos a través de las empresas que licite el Ministerio de Bienes Nacionales, lo cual beneficiará a 22 mil familias en todo Chile.


	Según consta en el listado que me proporcionó ese servicio, la medida favorece a varias comunas de mi distrito. Lo interesante de este proyecto es que se dará preferencia a las viudas que, por razones económicas, no han podido regularizar los bienes raíces que han heredado luego del fallecimiento de sus cónyuges o familiares. Esta medida resolverá una situación bastante aflictiva que viven numerosas personas -así, al menos, lo pude palpar en mi distrito-, que, indudablemente, requerían de este beneficio, por cuanto durante muchos años no habían podido encontrar solución a este problema, en especial debido a la situación económica en que se encuentran.


	De manera que me felicito por contribuir a aprobar los presupuestos que el Gobierno presenta a la consideración del Congreso, puesto que muchos de ellos generan un importante impacto social. Lamentablemente, las personas olvidan que los impuestos que paga la gente se invierten en importantes medidas en beneficio del país.


	Asimismo, felicito al Ministerio de Bienes Nacionales por el cumplimiento de este programa que el año pasado aprobamos en el marco de la Ley de Presupuestos de la Nación.


	He dicho.





�INVESTIGACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE IRREGULARIDADES EN CONADI.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En el turno correspondiente al Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el Diputado señor Bayo.





	El señor BAYO.- Señor Presidente, en julio de 1995, el parlamentario que habla inició la tarea de fiscalizar la forma en que se estaban utilizando los recursos de la ley Nº 19.253 -Ley Indígena-, destinados a darle tierras y derechos de agua a nuestros hermanos mapuches de la Región de La Araucanía y a los indígenas de todo Chile.


	En esa oportunidad, denunciamos la existencia de presuntas irregularidades en el uso del Fondo de Tierras y Aguas Indígenas y solicitamos a la Contraloría General de la República que iniciara la investigación del caso, para comprobarlas o desvirtuarlas.


	A mediados de 1996, la Contraloría emitió un informe en el que señala que se comprobó gran parte de las innumerables irregularidades denunciadas por nosotros, especialmente en relación con el Fondo de tierras. 


	Eso es pasado, quizás un poco lejano, pero lo cierto es que hoy la plana mayor de la Comisión Nacional de Desarrollo Indígena fue destituida por orden del Gobierno. Ése es un hecho actual, real, objetivo y consecuencia del inicio de la actividad fiscalizadora iniciada hace dos años.


	Estamos viendo los resultados: funcionarios destituidos, irregularidades administrativas a granel, declaraciones públicas que tratan de justificar lo injustificable y una verdadera pugna política por deslindar responsabilidades.


	Creo en la necesidad de proporcionar a nuestros hermanos indígenas la mayor cantidad de recursos posibles para sacarlos de la situación de indigencia y de pobreza en que se encuentran, hecho que nos motivó a tratar de entregarles una buena ley. 


	La solución de sus problemas no pasa por declaraciones políticas o por deslindar algunas responsabilidades, sino por una seria evaluación de la Ley Indígena y de la forma en que se han desempeñado las diferentes instituciones creadas por ella.


	Cuando se hablaba de las acciones del director nacional o del subdirector regional, me preguntaba, ¿y qué hace el Consejo Nacional?


	A estos hechos, que he tratado de resumir someramente, se agregan las declaraciones formuladas por el Subdirector de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, que pide que se establezca el destino de más de 300 millones de pesos usados en el convenio con Conadi-Fosis, y señala que existe falta de transparencia en el pago de otros 300 millones en licitación de estudios. Son muchos los millones que hay de por medio.


	Existe una ley, obra nuestra, que deseamos perfeccionar y evaluar a fin de que los recursos sean bien usados.


	Por ello, solicito a esta Cámara, y lo concretaré mediante un proyecto de acuerdo que entregaré hoy, la constitución de una comisión investigadora destinada a esclarecer las denuncias sobre irregularidades ocurridas en la Conadi, analizar el funcionamiento de esa corporación, el de la Ley Indígena y, por supuesto, hacer las proposiciones que tiendan a hacerla más eficaz. 


	He dicho.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Se procederá en los términos propuestos por su Señoría.





-o-





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- En nombre de la Corporación, doy la bienvenida a la delegación encabezada por el Ministro de Justicia de Alemania, profesor Edzard Schmidt-Jortzig.





	-Aplausos.





-o-





INVESTIGACIÓN SOBRE DISTRIBUCIÓN DE RECURSOS A FEDERACIONES DEPORTIVAS. Oficio.





	El señor ARANCIBIA (Vicepresiden-te).- Tiene la palabra el Diputado señor Rosauro Martínez.





	El señor MARTÍNEZ (don Rosauro).- Señor Presidente, las concepciones modernas definen al deporte como una manifestación cultural, resultado de la trayectoria ascendente del espíritu humano, que se encuentra presente en los pueblos que han alcanzado un alto grado de desarrollo y calidad de vida y muestran un progreso notable en todas sus actividades.


	En ese contexto, es evidente que el deporte se ha transformado en un fenómeno cuyo impacto social es relevante, pues es reconocida su capacidad como facilitador de la unidad al desvanecer diferencias que regularmente se manifiestan en la vida en comunidad, a la vez que promueve, a través de su práctica, valores verdaderamente trascendentes, como la solidaridad, el espíritu de competencia leal, el juego limpio y el sentido de trabajo en equipo, por nombrar algunos.


	Oportuno es señalar que esta sociedad de fines de siglo se encuentra viviendo un proceso preocupante, caracterizado por la pérdida de valores, inestabilidad y excesivo relativismo, elementos que, sin duda, se conjugan para generar situaciones lesivas al orden social y cuya expresión práctica se refleja en conductas graves, como delincuencia, drogadicción y alcoholismo.


	Las estadísticas indican, por ejemplo, que un 11,9 por ciento de los jóvenes de entre 15 y 24 años consumen drogas de alto contenido de poder, y datos del Congreso norteamericano sitúan a nuestro país en el cuarto lugar en términos de litros per cápita de alcohol consumidos en un año, existiendo 1.800.000 personas en el rango de bebedores en exceso, de los cuales 500 mil son definitivamente alcohólicos.


	A todos nos constan los esfuerzos que realiza la sociedad para enfrentar estos flagelos y evitar, en lo posible, que jóvenes sean atrapados por la droga o el alcoholismo.


	En esta lucha, el deporte tiene un rol determinante en su condición de inversión en capital humano, pues, a lo ya dicho, se le reconoce su influencia en la salud síquica y mental de los seres humanos, incluso su disposición anímica y capacidad para emprender, disminuir los niveles de morbilidad, aumentar el ahorro social en salud e incrementar la productividad en términos económicos.


	La práctica deportiva en Chile, por el contexto social al que me refería, ha ido adquiriendo un sitial importante y ha dejado de ser expresión de algunos estamentos de la sociedad, hecho, por cierto, positivo y esperanzador.


	En esa idea se inscribe la ley del deporte, en trámite en este Poder del Estado, que tiene como objetivos, entre otros, la formación para el deporte eficiente y adecuado, la creación de las condiciones que permitan a la mayoría de la población practicar regularmente deportes recreativos y, además, el incremento y mejoramiento de la estructura deportiva.


	Con esta normativa legal, que ha creado muchas expectativas, se pretende, en definitiva, hacer frente a los numerosos problemas y deficiencias que tiene la actividad deportiva en el Chile de hoy.


	En el caso del fútbol amateur, que por su magnitud ejerce un impacto social enorme, se presenta una serie de dificultades que amenazan la práctica de esta disciplina, en general, usuales en cada comuna del país, que se pueden resumir en la carencia o pérdida de recintos deportivos e infraestructura inexistente o en pésimo estado.


	Este panorama desolador, que semana a semana viven los deportistas, nos lleva a preguntarnos cómo allegar recursos a ésta y otras actividades deportivas que también los requieren.


	La respuesta la encontramos en la ley N°19.135, de 5 de mayo de 1992, que dispuso que la Digeder debía destinar una cifra no inferior al 13 por ciento de los fondos asignados a ella, directamente a las federaciones deportivas, y el 2 por ciento al Comité Olímpico de Chile, para los fines propios.


	En 1996, la recaudación de la Polla Chilena de Beneficencia que la ley le asigna a la Digeder arrojó la cifra de 9.000.123.000 pesos. De ello, la Digeder conserva el 85 por ciento, esto es, 7.982.455.000 pesos, y el 15 por ciento restante, que debía repartirse entre las federaciones deportivas y el Comité Olímpico de Chile en razón del 13 y el 2 por ciento, respectivamente, alcanzó a 1.408.668.000 pesos. Esto significa que la federación de fútbol y sus pares tendrían que recibir una importante cantidad de dinero para el presente año.


	Según lo señalado por la directiva de la Anfa, la Federación de Fútbol de Chile, de la cual es parte, no ha percibido jamás esos fondos provenientes del 13 por ciento en comento.


	Esta denuncia me parece extremadamente grave, porque vulnera disposiciones normadas y establecidas y, más aún, no guarda relación con el impulso que el país desea darle al deporte y el rol social que éste tiene, en particular el fútbol.


	Por lo tanto, solicito se oficie al Contralor General de la República para que disponga una amplia investigación en la Digeder, con el objeto de determinar las razones que han impedido que las federaciones deportivas perciban los recursos contemplados en la ley, en lo concerniente al 13 por ciento, así como los eventuales destinos de los dineros mencionados.


	Termino mi intervención, con la esperanza de que llegará una etapa en la vida nacional en la cual, al hablar de deportes, nos referiremos ya no a sus problemas estructurales, sino a los índices de participación, a la incorporación de la familia o de la tercera edad; en definitiva, que estaremos debatiendo los llamados desafíos de la segunda generación. Que así sea.


	He dicho.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con copia de su intervención.





	El señor MARTÍNEZ (don Rosauro).- Señor Presidente, aparte de la solicitud que estoy formulando al Contralor General de la República, pido que se envíe copia de mi intervención al Director General de la Digeder.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Así se hará, señor diputado.


	En el tiempo que resta al Comité de Renovación Nacional, ofrezco la palabra.


	Ofrezco la palabra.


	En el turno del Comité de la Unión Demócrata Independiente, ofrezco la palabra.


	Ofrezco la palabra.


	En el turno del Comité del Partido Por la Democracia, ofrezco la palabra.


	Ofrezco la palabra.





APORTES AL FINANCIAMIENTO DE LA SALUD PRIMARIA. Oficios.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- En el turno del Comité del Partido Socialista, tiene la palabra el Diputado señor Arancibia.


	El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, en esta oportunidad quiero recoger el planteamiento que su Señoría formuló, como representante del distrito que comprende Concepción y otras comunas de la Octava Región, relacionado con un problema que, por desgracia, se extiende a lo largo de todo el territorio nacional: el financiamiento de la salud primaria.


	Como Cámara de Diputados, tal vez por exceso de modestia, no hemos sacado el suficiente lustre al seminario que realizó la Corporación, patrocinado y organizado por la Comisión de Salud junto con el Colegio Médico de Chile, en el cual tuvieron una participación muy significativa tanto los diputados y diputadas como el personal de la Cámara, al cual en su momento la Mesa hizo llegar su agradecimiento y felicitaciones, porque el seminario incide en un tema que preocupa de manera relevante a gran parte del país.


	Al respecto, quiero referirme al tema de la salud primaria en las comunas que me honro de representar en la Cámara, pues algunos casos son dramáticos. 


	Por ejemplo, en Tierra Amarilla, en los consultorios de salud primaria se atiende a 5 mil personas en promedio, pero sólo hay dos mil registradas para recibir el aporte per cápita, por razones diversas que no es del caso analizar.


	En Vallenar, se reciben aportes por aproximadamente 19 millones y medio de pesos mensuales y se gastan más de 34 millones de pesos en la mantención de los consultorios de la red de atención primaria.


	De manera que, más allá de la importancia de las condiciones en que debe operar la salud en cualquier sistema relativamente eficiente, el problema radica en que está desfinanciado y no se divisan posibilidades, como su Señoría lo planteó en su intervención, de enfrentar un problema de esta magnitud.


	No quiero decir que los municipios no tengan el deber de aportar para la salud. El problema está en que cuando el monto supera el 50 o más por ciento del costo de mantención de la salud primaria, no sólo ésta funciona mal, sino que, además, el municipio no puede hacer otras cosas. Entonces, estamos en la peor de las situaciones.


	Por lo expuesto, solicito que se oficie al Ministro de Salud para que tenga a bien informar lo siguiente: 


1º	Si la aplicación de los aportes per cápita significará una reducción del financiamiento de la salud primaria y cómo se abordarán los problemas de los municipios sobre el particular. Si el empleo de ese criterio se tradujera en una disminución de los aportes, que por lo menos se mantengan al nivel actual, en términos reales, presentes y futuros.


2º	Qué medidas de más largo plazo está estudiando ese Ministerio para abordar ese problema tan dramático y cuáles son los proyectos que tiene al respecto. Sabemos que está haciendo un esfuerzo para enfrentar la materia, pero, sin duda, debe buscar otras soluciones que permitan un financiamiento mayor de esta prestación esencial para la población.


	Además, pido que se oficie al Ministro de Hacienda para solicitarle que aumente los aportes para el financiamiento de la atención primaria en los consultorios y en los servicios municipalizados de las comunas de la provincia de Huasco, en Caldera y Tierra Amarilla.


	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención y la adhesión de los Diputados señores Vilches y Rosauro Martínez.





EVALUACIÓN DE TARIFAS DE EMPRESA DE SERVICIOS SANITARIOS DE ATACAMA. Oficio.





	El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, por otra parte, solicito oficiar al Superintendente de Servicios Sanitarios, a fin de que tenga a bien informar, primero, sobre la evolución en términos reales, durante los últimos tres años, de las tarifas que aplica la Empresa de Servicios Sanitarios de Atacama, Emssat, en las comunas de la provincia de Huasco, en Caldera y Tierra Amarilla; segundo, cómo se componen esas tarifas; tercero, cómo se están aplicando por la empresa, en términos del efectivo cumplimiento de los decretos tarifarios correspondientes; cuarto, si efectivamente hay una fiscalización permanente para determinar si los cobros de Emssat por servicios de agua potable y alcantarillado se ajustan a la ley y a la normativa reglamentaria correspondiente.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, junto con copia de su intervención, con la adhesión de los Diputados señores Rosauro Martínez y Vilches.





ENVÍO DE PROYECTO SOBRE CONDONACIÓN DE DEUDAS DE PEQUEÑOS MINEROS. Oficio.





	El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, por último, solicito se oficie al Ministro de Minería y, por su intermedio, al Vicepresidente Ejecutivo de Enami, a fin de que nos informen la fecha en que enviarán al Parlamento el proyecto de ley anunciado para abril -estamos a 30 y aún no llega-, el cual permitirá a Enami condonar la llamada “deuda histórica de los pequeños mineros”, que tantos problemas enfrentan y que necesitan deshacerse de la “mochila” de una deuda que se arrastra por tanto tiempo.


	He dicho.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, junto con copia de su intervención, con la adhesión de los Diputados señores Rosauro Martínez y Vilches.


ELIMINACIÓN DEL REQUISITO DE ESCOLARIDAD A LOS POSEEDORES DE LICENCIAS DE CONDUCIR. Oficios.





	El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Diputado señor Juan Pablo Letelier.





	El señor LETELIER (don Juan Pablo).- Señor Presidente, durante la tramitación de la Ley del Tránsito, despachada por el Parlamento, algunos integrantes de esta Sala advertimos que ella produciría una injusticia y un trauma social para un grupo no despreciable de chilenas y chilenos, a raíz de ciertas exigencias que se iban a establecer para obtener licencia de conducir.


	Debo señalar que comparto todo el esfuerzo que se hizo para asegurar que las personas que obtienen licencia que les permite manejar vehículos de transporte público se sometan a normas exigentes en materia de seguridad y a un proceso de formación que garantice a los chilenos que conducirán en forma correcta, en particular los que poseen licencias de conducir A-1 y A-2.


	No obstante, se produce una situación injusta con aquellas personas de 40 ó 50 años de edad, que deben renovar su licencia, ya que se les exige un certificado de escolaridad, requisito que no existía cuando obtuvieron originalmente la licencia. Se trata de personas que han manejado durante 20, 25 ó 30 años, que se conocen las normas del tránsito y saben perfectamente cómo conducir en forma responsable, a quienes hoy, producto de una desinteligencia del Congreso -situación que, reitero, algunos diputados advertimos en su oportunidad-, se les ha �expropiado su derecho de conducir. A esas personas, que tienen su edad, que son jefes de hogar y que mantienen una familia, no se les puede pedir que de un día para otro se pongan nuevamente a estudiar para obtener su certificado de educación. Más aún, si no corregimos esa situación, estaremos fomentando la corrupción y el tráfico de influencias para obtener certificados de escolaridad en forma incorrecta. Además, estoy convencido de que no se pueden exigir requisitos de escolaridad a las personas que ya tienen su licencia de conducir, sobre todo a quienes conducen con licencias B y C, es decir, automóviles particulares y motos.


	Por lo anterior, solicito que se oficie al Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que acoja el proyecto de ley que he presentado junto con el Diputado señor Encina, el cual busca corregir esta situación, y al Ministro Secretario General de la Presidencia, para que le otorgue urgencia, a fin de que en las 338 comunas del país no se continúe diciendo a personas adultas, que tienen licencia de conducir, que no pueden renovarla, con lo que les expropian su derecho a conducir sus vehículos.


	He dicho.





	El señor ORTIZ (Presidente acciden-tal).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con copia de su intervención.


	Por haberse cumplido con su objeto, se levanta la sesión.





	-Se levantó la sesión a las 14.05 horas.








JORGE VERDUGO NARANJO, 


Jefe de la Redacción de Sesiones.
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